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INTRODUCCIÓN 
 
 
Los procesos democratizadores han hecho latente la necesidad de proteger a 
los individuos que se encuentran en un estado de vulnerabilidad frente a 
grupos dominantes, es así que en aras de lograr una sociedad más justa y 
equitativa se ha regulado las relaciones entre consumidores y proveedores del 
mercado, a través de figuras jurídicas encaminadas a proteger los  derechos 
fundamentales de los consumidores. 
 
En Nicaragua,  la protección de los consumidores surge a partir de la 
aprobación de la  Ley No. 182 “Ley de Defensa de los Consumidores” y su 
Reglamento, cuyo  objetivo es garantizar a los consumidores  la adquisición de 
bienes y servicios de la mejor calidad en sus actividades comerciales. La 
referida Ley no es la única norma que protege los derechos de los 
consumidores. Sin embargo, el presente estudio se basará en  la regulación de 
las garantías sobre los bienes duraderos que adquieren los consumidores.  
 
 
La regulación de la garantía que recae sobre los bienes que por su naturaleza 
deben tenerla, asegura la tutela de los derechos fundamentales de los 
consumidores; derecho a elegir, a reclamar, a ser informado y a que se le 
respete su dignidad física, moral e intelectual que se traduce en derecho a la 
vida y a la salud; es decir que a través de las garantías se les otorga seguridad 
jurídica; lo cual se materializa gracias a las disposiciones sustantivas y 
procesales contenidas en el ordenamiento jurídico nicaragüense. 
 
Con base a lo anterior, nos hemos propuesto mediante el presente estudio 
analizar el régimen legal de las garantías de los bienes duraderos de consumo 
en Nicaragua en comparación con otros Ordenamientos, con el objetivo de 
encontrar similitudes y diferencias entre éstos a fin de mejorar la protección de 
los consumidores en Nicaragua.  
 
  
 
 
A este fin el presente trabajo investigativo se ha dividido en tres capítulos. En el 
primero se abordarán aspectos generales concernientes al derecho de 
consumo; en el segundo capítulo se analizará el régimen jurídico sustantivo 
nicaragüense de las garantías de bienes duraderos de consumo, y en el tercer 
capítulo se analizará el régimen jurídico procesal nicaragüense de las 
garantías.   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
OBJETIVOS 
 
 
Objetivo General: 
 
 
Analizar el régimen jurídico de la garantía de bienes duraderos de consumo a 
la luz del ordenamiento jurídico nicaragüense.  
 
 
Objetivos Específicos:  
 
 
Estudiar los aspectos generales del derecho de consumo. 
 
Describir y analizar el régimen jurídico sustantivo de la garantía sobre los 
bienes duraderos de consumo.  
 
Describir y analizar el régimen jurídico procesal de la garantía sobre los bienes 
duraderos de consumo. 
 
 
 
  
  
 
 
METODOLOGÍA 
 
 
La metodología utilizada  está orientada al análisis del régimen jurídico de las 
garantías de los bienes duraderos de consumo, a la luz de lo establecido en el 
ordenamiento jurídico Nicaragüense.  
 
La presente investigación es de carácter documental y analítica, por lo que se 
ha recolectado, procesado y analizado la información disponible sobre las 
garantías de los bienes duraderos de consumo. 
 
 
 
  
CAPÍTULO I: NOCIONES FUNDAMENTALES DERECHO DE CONSUMO 
 
 
A fin de efectuar un análisis concreto de las garantías de bienes duraderos de 
consumo, es necesario hacer referencia a los fundamentos básicos del derecho 
de consumo que coadyuvan a la comprensión y análisis del régimen jurídico de 
las garantías en mención. 
 
1.1 Antecedentes  
 
La regulación en materia de consumo data desde unos 2000 años A.C. El 
Código Hammurabi que regía en Asiria, Reino de los Sumerios regulaba el 
Crédito, el Arrendamiento, la Calidad de Alimentos y Servicios, los Precios, las 
Pesas y las Medidas (Ministerio de Fomento, Industria y Comercio, (s.f.).  
 
 El derecho a los alimentos fue el primer foco de protección al consumidor. Así, 
¨las Leyes Mosaicas y egipcias gobernaban el manejo de la carne. Las leyes 
griegas y romanas prohibían la adulteración del vino con el agua. A su vez, en 
la India se imponían castigos a los que adulteraban los granos y el aceite¨  
según Gálvez Nieto. T. (2009, p. 13).  
 
El Antiguo Testamento y el Corán se refiere al comportamiento dentro del 
mercado. Los hebreos tenían leyes respecto a los alimentos y a las medidas, 
en la Biblia en el libro de Levíticos 19: 35, 36 expresa “No hagáis injusticia en 
juicio, en medida de tierra, en peso ni en otra medida. Balanzas justas, pesas 
justas y medidas justas tendréis. Yo Jehová vuestro Dios, que os saqué de la 
tierra de Egipto. ”. 
  
 Sin embargo, a pesar de la existencia de dichas regulaciones es hasta el siglo 
XX cuando se inicia la protección a los consumidores reconociendo a éstos 
como un grupo social, a los efectos de regular jurídicamente su status en la 
sociedad.  
 
Los derechos de los consumidores han ido evolucionando a través del tiempo, 
producto de las situaciones coyunturales que se han en el mundo, en este 
sentido se plasmará la evolución de los mismos a través de distintos 
movimientos de consumidores, a saber: 
 
Primer Movimiento 
 
La protección a los consumidores inicia en el siglo  XX en los Estados Unidos 
de América, en donde surgieron los movimientos consumistas sobre todo por el 
aumento de los precios y los escándalos por productos farmacéuticos, lo cual  
desencadenó una serie de protestas de la población y  acciones de los medios 
de comunicación. Como consecuencia de esto se crearon las primeras leyes de 
regulación sobre materias de consumo entre las que se encuentran la Ley 
sobre la Genuidad de las Sustancias Alimenticias y Farmacéuticas de 1906 y la 
Ley sobre Inspección de Carne del mismo año. De modo que la protección a 
los consumidores surge  de la necesidad de amparar a las personas,  al verse 
afectadas en aspectos relacionados con su salud y seguridad económica 
(Favela,  2000). 
 
Segundo Movimiento 
 
Posteriormente en la segunda mitad de los años 30´ surge el segundo 
movimiento, en este sentido Favela (2000) expresa que se dio debido a las 
siguientes acontecimientos: el  aumento de precios durante la depresión 
económica; el escándalo de la sulfanilamida cuyo consumo ocasionó la muerte 
de no menos de 73 personas, por la falta de regulación y de medidas de 
seguridad adecuadas según la Organización Mundial de la Salud (2002) y la 
huelga de las amas de casa en Detroit,  motivos por los que se reformó la Ley 
  
 
 
sobre la Genuidad de las Sustancias Alimenticias y Farmacéuticas, a fin de 
fortalecerla y ser verdadera garante de los derechos de las personas.    
 
Tercer Movimiento 
 
El tercer movimiento de derechos de los consumidores surgió en la mitad de 
los años 60'. En este decenio el movimiento de los  consumidores que 
promovían los derechos de los mismos se extiende a los países europeos y se 
crean Asociaciones privadas de consumidores, aparecen las primeras 
transmisiones radiofónicas y televisivas dedicadas a la información y educación 
de los consumidores, mesas redondas, debates  para la tutela de los intereses 
de los consumidores en países de Europa (Favela, 2000).  
 
Antes de esto, los contratos entre consumidores y proveedores se regían por el 
Código Civil en base al principio de la autonomía de la voluntad. El 
individualismo y el principio de no intervención regían el rol del Estado en las 
relaciones de consumo. Estos principios eran coherentes en un contexto en el 
que el contrato resultaba previamente negociado y discutido en forma 
detallada. Perola circulación masiva de bienes y servicios trajo como 
consecuencias situaciones en las que el consumidor era víctima de abusos a 
raíz de su posición de inferioridad en un mercado que se tornaba complejo y 
altamente diversificado.  
 
En 1973 se aprobó la Carta Europea de Protección a los Consumidores, primer 
documento que reconoció los derechos de los consumidores (Favela, 2000), 
fue el modelo que guiaría a los ordenamientos de los países miembros de la 
actual Unión Europea y de otros ordenamientos incluyendo el de Nicaragua. 
Esta Carta contenía cuatro derechos fundamentales: el derecho a la reparación 
que soporte el consumidor por la circulación de productos defectuosos, o por la 
difusión de mensajes engañosos o erróneos; el derecho a la información y a la 
educación y el derecho a organizarse en asociaciones y ser representados en 
diversos organismos. 
 
  
 
 
En este orden de ideas, en 1975 se aprobó el Programa Preliminar y las 
Directivas de la Comunidad Económica Europea, el cual además de los 
derechos que reconoce la Carta Europea de Protección de los Consumidores, 
adiciono los derechos a la protección de la salud y seguridad e intereses de los 
consumidores.  
 
La Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
aprobó en 1985 las Directrices para la Protección del Consumidor la cual 
reconoce los mismos derechos adoptados en el Programa Preliminar y las 
Directivas de la Comunidad Económica Europea, pero otorga a los derechos 
del consumidor un carácter universal (Favela, 2000), influyendo de esta forma 
en los actuales Ordenamientos Jurídicos de muchos países incluyendo, sin 
duda, el nicaragüense, de esta forma han adoptado las resoluciones emanadas 
de la ONU. 
 
En este sentido, la legislación nicaragüense en materia de consumo,antes de la 
promulgación de la Ley de Defensa del Consumidor, Ley No. 182, publicada en 
la Gaceta No. 213 del 14 de noviembre de 1994, (en adelante LDC), la ley que 
regulaba la materia fue la ¨ Ley de Defensa de los Consumidores¨ de  1980, sin 
embargo ésta solamente regulaba los precios mediante la fijación y 
congelación de precio de las materias primas, insumos y otros productos 
elaborados o manufacturados en Nicaragua. 
 
Fue hasta el año de 1994 que se publica la Ley Nº 182 (LDC), la cual regula 
actualmente las relaciones de consumo, en la que se adoptan los derechos 
contenidos las Directrices para la Protección del Consumidor de 1985 de  la 
ONU.  
 
1.2 Autonomía del Derecho de Consumo 
 
En la actualidad no existe unanimidad respecto a la autonomía del derecho de 
consumo, puesto que está integrado por normas de derecho público y derecho 
privado, por lo que es debatible la autonomía del mismo, en este sentido 
Botana García ha expresado que no es posible referirse a un derecho especial 
  
 
 
debido a que cada uno de  los campos jurídicos (derecho penal, derecho 
administrativo, derecho privado) obedecen a principios y reglas generales que 
no coinciden entre sí. No así las normas de protección al consumidor las cuales 
adoptan en alguna medida reglas de aquellas áreas del Derecho (1999).  
Expresando este mismo autor que esta es la opinión más aceptada en la 
doctrina.  
 
Gómez García y Muñoz  (2008, p. 265) señalan que ¨no podría considerarse al 
derecho del consumidor como una rama del derecho propiamente, pues ésta 
no se desprende de un tronco común como ocurrió con el derecho laboral o 
con el mercantil¨.  
 
Si bien el Derecho de consumidores acoge principios contenidos en la 
legislación mercantil y en la civil, es posible referirse a un derecho de consumo, 
individualizado ya que constituye un conjunto normativo especifico protección a 
los consumidores, el cual posee regulaciones específicas  diferentes a las  
establecidas en las distintas especialidades del derecho. 
 
En este mismo sentido, la unificación del derecho de consumo implicaría 
inconsistencias al momento de utilizar o referirse a las leyes de protección de 
los consumidores, puesto que las leyes de lo  civil y mercantil también regulan 
otros ámbitos y protegen a distintos sujetos.  
 
De acuerdo con Rivero,  citado por Gómez García y Muñoz (2008, p. 265) el 
derecho del consumidor ¨se extiende más allá de las particularidades de una 
rama específica del derecho y se alimenta de elementos y conceptos 
provenientes de todos los sectores del conocimiento jurídico; pero al mismo 
tiempo va creando un sector propio¨.  
 
Para concluir, respecto a la autonomía del derecho de consumo es importante 
mencionar que en el caso de Nicaragua, se le ha otorgado un carácter 
independiente, estableciendo de forma expresa la Ley de Defensa del 
Consumidor, (en adelante LDC) que el mismo es de orden público, con el 
propósito de garantizar una tutela efectiva a los consumidores.  
  
 
 
1.3 Fundamento de Protección del Derecho de Consumo 
 
La finalidad del derecho de consumo es proteger  los intereses de los 
consumidores. De acuerdo con Reyes López (2002, p. 27) ¨El Derecho de 
consumo está configurado por un conjunto de normas de contenido dispar que 
afectan básicamente al derecho patrimonial, cuya finalidad es proteger los 
intereses de las personas que no realizan una actividad de carácter 
empresarial¨  
 
En concordancia con Villalba  (2009a, p. 307) ¨El derecho del consumo o la 
protección al consumidor hace parte de una tendencia del derecho privado 
moderno, encaminada a la búsqueda del equilibrio contractual en ciertas 
relaciones jurídicas que son consideradas asimétricas  o desproporcionadas 
por la calidad de las partes que intervienen en ésta¨.  
 
En este sentido, el consumidor se encuentra en cierta desventaja o 
desigualdad frente al empresario en cuanto a información, capacidad 
económica y poder de negociación (Directrices de las Naciones Unidas para la 
protección del consumidor, 1999), razón por la cual es necesario protegerlo,  
con el objetivo de buscar la igualdad entre las partes según el fin del Derecho 
el cual es alcanzar la justicia y equidad, el orden público, el bien común, la 
convivencia y la armonía social.  
 
Se requiere pues tutelar los derechos del consumidor debido a la asimetría 
informativa respecto al empresario, todo esto porque el proveedor como 
consecuencia de su experiencia en el mercado, suele tener mayor y mejor 
información sobre los productos y servicios que vende, pero el consumidor si 
bien sabe lo que necesita no posee el conocimiento técnico o especializado 
para determinar la calidad y condiciones en que se encuentra el bien.  
 
La desigualdad entre consumidor y empresario en cuanto a la información  o 
carecimiento de facultad de apreciación, es decir la falta de capacidad de los 
consumidores ¨para identificar los problemas que presentan los productos y 
servicios que son dañinos¨ (Orúe, 2003, p. 37), se potencializa en la actualidad, 
  
 
 
debido a la  globalización lo cual implica aumento de la tecnología y con ello 
producción de bienes sofisticados o con un mayor grado de complejidad. 
 
Adicionalmente, el consumidor se encuentra en desventaja no sólo en relación 
a la información que posee de los bienes, sino también respecto a la facultad 
negociadora, es decir a la incapacidad del consumidor  de modificar 
sustancialmente los contratos, en  donde solo tiene dos opciones: aceptar las 
condiciones de contratación o rechazarlas (Orúe, 2003).  
 
De acuerdo con Peñas Moyano (2005), por tal desigualdad y desventaja del 
consumidor frente al proveedor respecto de los bienes, la regulación de 
contratación requiere de leyes especializadas  que garanticen la protección 
efectiva del consumidor, cuando éste se considere afectado en sus derechos. 
 
Otra de las razones por las que la regulación en materia de consumidores es 
requerida es debido a la ¨necesidad de crear confianza en los consumidores 
con el fin de que haya un buen funcionamiento en el comercio interior del país¨ 
(Reyes López, 2002, p. 65).  
 
Se pretende regular mediante normas la adquisición de bienes para el 
consumo, con el fin de crear confianza en los consumidores, por ejemplo al 
establecer normas sanitarias o aquellas que establecen estándares mínimos de 
calidad en los productos los consumidores adquieren mayor seguridad y 
libertad al momento de adquirir los bienes que se introducen o que se fabrican 
en el país para su comercialización, razón por la cual esto beneficia y mejora el 
desarrollo económico de la nación. Se debe pues, pensar en esto atendiendo 
principalmente los derechos fundamentales tales como la igualdad y la 
seguridad y sin menoscabarlos, puesto que ¨toda sociedad tiene como fin el 
aseguramiento de dichos preceptos, ya que de no ser así esa estructura 
carecería de valor, constituyéndose en un régimen de opresión¨  (Quintana 
Adriano, s.f, p. 601). 
 
En este orden de ideas Villalba (2009a) ha expresado: 
 
  
 
 
 Hacia el futuro esta problemática es palpable ante el acelerado 
desarrollo y acrecentamiento del  mercado colombiano a causa de la 
celebración de tratados de libre comercio y  la creciente llegada de 
actores extranjeros al mercado (multinacionales), factores  que hacen 
imperiosa la necesidad de contar con un sistema de protección al  
consumidor eficaz y libre de vacíos jurídicos… (p. 307). 
 
En el ordenamiento jurídico nicaragüense la norma fundamental que contiene 
el precepto que otorga la protección a los consumidores es la Constitución 
Política, la cual establece el derecho a la salud, a la vida y a la seguridad, en 
base a la cual se diseñó la Ley de Defensa del Consumidor (LDC) y su 
Reglamento, en adelante RLDC, el cual corresponde al decreto AN No. 2187, 
publicado en la Gaceta No. 167 del 3 de septiembre de 1999. 
 
La LDC y su Reglamento regulan la materia de consumidores de forma amplia 
y general, existiendo otras normas específicas como la Ley de Metrología de 
1996; Ley de Normalización Técnica y de Calidad del mismo año, la cual 
determina cuales son las normas técnicas obligatorias en el país; también 
existen otras leyes concretas como la Ley de Medicamentos y Farmacia de 
1998; Disposiciones Sanitarias de 1988; la Ley Básica de Salud Animal y 
Sanidad Vegetal de 1998, entre otras.  
 
El art. 2 de la LDC establece esta protección: “Esta Ley es de Orden Público e 
Interés Social, los derechos que confiere son irrenunciables y prevalecen sobre 
otra norma legal, uso, costumbre, práctica comercial o estipulación en 
contrario”.  
 
En cuanto a la LDC, el corolario de protección se encuentra en el artículo 
mencionado, ya que otorga a los consumidores  derechos irrenunciables (al 
igual que se otorgan a los trabajadores en la legislación laboral), porque muy 
poco valdría otorgar la protección de múltiples derechos a los consumidores  si 
se puede llegar a renunciar a estos.  
 
 
  
 
 
1.4 Sujetos 
 
 
Al limitarse el derecho de consumo a garantizar los derechos de las partes 
derivados de las relaciones de compra y venta de bienes y servicios para uso 
propio, se debe identificar y definir claramente los sujetos afectos a esta 
regulación, es decir a los sujetos responsables ante el consumidor y determinar 
quiénes son considerados consumidores, ya que sólo estos podrían reclamar 
amparándose en los derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico 
nicaragüense. 
 
1.4.1 El Proveedor 
 
La LDC expresa en el inciso b) art. 4 que son proveedores todos los sujetos 
que participan en la cadena de comercialización, es decir, ¨toda persona 
natural o jurídica de carácter público o privado que desarrolle actividades de 
producción, fabricación, importación, distribución o comercialización de bienes 
o de prestación de servicios a consumidores¨, siendo todos igualmente 
responsables ante el consumidor.  
 
La LDC usa el término proveedor indistintamente tanto para el fabricante, el 
importador, distribuidor y el vendedor final. La intención del legislador es que se 
obliguen por la ley todos aquellos que participan en la cadena de producción y 
comercialización con el fin de proteger al consumidor según expresa Orúe 
(2003).  
 
El sujeto último o directo que interviene en la relación de consumo es el 
proveedor-vendedor. Se dice que es directo porque el vendedor es el último 
dentro de la cadena de comercialización y quien ofrece directamente el bien al 
consumidor. 
 
Es decir que proveedores son todas las personas naturales o jurídicas 
dedicadas a la actividad empresarial, independientemente del giro comercial al 
que se dediquen.  En este sentido el art. 6 CC señala que ¨son comerciantes 
los que se ocupan ordinaria y profesionalmente en alguna o algunas de las 
  
 
 
operaciones que corresponden a esta industria y las sociedades mercantiles o 
industriales¨.  
 
En otras palabras, son proveedores las personas naturales y jurídicas, que 
desarrollen actividades de comercio de forma habitual y profesional.  
 
De igual forma se concluye que los proveedores son necesariamente 
profesionales, si se tiene en cuenta que se consideran proveedores a los 
fabricantes, es decir, a personas especializadas en lo que hacen o crean, 
quienes necesariamente son profesionales en cuanto al negocio que realizan. 
 
En el mismo sentido, cabe señalar que no son proveedores aquellos que 
venden bienes o prestan servicios de manera ocasional. Puesto que el Código 
de Comercio, el cual es supletorio a la LDC en lo aplicable a las relaciones 
entre proveedores y consumidores,  establece que son comerciantes los que se 
dedican habitualmente al comercio. Lo habitual se refiere a que sea constante 
en el tiempo, no ocasional, casual o temporal.  
 
Es por esto que las relaciones entre personas en ventas ocasionales (no 
habituales) no están sujetas a la legislación de consumidores, puesto que si la 
venta es ocasional, no sería considerada un profesional a la persona 
vendedora y por consiguiente no es un proveedor, por lo tanto no habría 
desigualdad entre las partes, por lo que no se le puede otorgar protección a 
una de ellas por encima de la otra.  
 
Por ejemplo, Ramiro le vende a Pedro un carro del año 2009, pero Ramiro no 
es comerciante, no se dedica a la venta de autos, sino que él compró el carro 
para su uso, pero como quería comprarse otro  más nuevo del 2011, le  vende 
el carro del año 2009 a Pedro.  Pedro le compra el carro a Ramiro y después 
resulta que le da fallas al encender.  Pedro no puede demandar Ramiro ante la 
DDC, amparándose en la Ley de Consumidores, puesto que no se considera a 
Ramiro como un proveedor.  
 
 
  
 
 
1.4.2 El Consumidor 
 
¨La noción de consumidor proviene de la ciencia económica; sin embargo, en 
los últimos años ha adquirido relevancia en el ámbito del derecho debido a la 
regulación de las relaciones económicas productor-consumidor¨ (Villalba, 
2009a, p. 307). 
 
En la doctrina existen diferentes criterios para entender o referirse a los  
consumidores. Se concibe primero en un sentido abstracto y luego en un 
sentido concreto. Dentro de este último se distinguen dos nociones de 
consumidor: consumidor material y consumidor jurídico.  
 
1.4.2.1 Concepto abstracto 
 
¨El concepto abstracto de consumidor se equipara a ciudadano¨ Abellán, 2002, 
p. 66). Es decir, el ciudadano que como tal pertenece a una nación y tiene 
derechos en virtud de las leyes de ese país, por lo cual merece la protección 
del Estado.  
 
¨Se refiere a una noción que se exprese en políticas de protección a los 
consumidores¨ (Orúe, 2003, p. 90-91),  por ejemplo cuando se regula en la 
Constitución los derechos a la educación, información, seguridad. En esta 
noción de consumidor se contempla al consumidor no en un sentido técnico de 
partícipe en un acto de consumo, sino que su protección viene dada por la 
garantía constitucional y por su carácter de ciudadano (Abellán, 2002).  
 
El papel del Estado consiste en asumir una posición responsable en pro del 
ciudadano, por lo cual debe establecer garantías mínimas a través de los 
mecanismos adecuados, leyes y la instauración de los diversos organismos 
que ejerzan la aplicación de esas leyes para defender los derechos de los 
ciudadanos. 
 
 
 
  
 
 
1.4.2.2 Concepto concreto 
 
Según Abellán (2002): 
 
El concepto concreto de consumidor se utiliza cuando se atribuye 
derechos que puede ejercitar individualmente en su interés particular. En 
este criterio se concibe al consumidor como partícipe en un determinado 
acto de consumo y se le conceden derechos en función de su 
participación en el acto de consumo (pp. 67-68). 
 
Es así que en el concepto concreto, el consumidor es considerado como tal 
producto de la envestidura de sujeto participe del mercado, es decir, de los 
vínculos que se crean en virtud de las necesidades de cada uno de los sujetos, 
por lo que dentro de dicha conceptualización se contempla al consumidor como 
material y/o jurídico. 
 
1.4.2.2.1 El consumidor jurídico 
 
El consumidor jurídico es aquel que realiza el acto o negocio jurídico de 
adquisición del bien, producto o servicio. Es decir, es el cliente, es quien 
contrata con el vendedor para adquirir el  bien. 
 
1.4.2.2.2 El consumidor material 
 
El consumidor material es aquel que realiza la utilización  o disfruta el bien 
producto o servicio. El concepto material puede o no coincidir con el jurídico ya 
que puede quien adquiere el bien disfrutar también de su uso. Pero puede ser 
que quien compra el bien no es la misma persona que lo usa.  
 
En ambos casos se consideran consumidores y están protegidos por la Ley, es 
decir que tanto  el consumidor material como el jurídico, tanto el que adquiera 
como el que utilice un bien o servicio, independientemente que no sean la 
misma persona gozan de protección jurídica.  
 
  
 
 
A efectos de diferenciar el consumidor material y jurídico, se presenta el 
siguiente ejemplo: Juan le regala a su yerno Roberto como regalo de bodas un 
automóvil. Juan compró el auto pero es Roberto el consumidor material pues 
es éste quien lo usa. En este caso, ante un vicio en el funcionamiento del auto, 
puede demandar Juan porque es el comprador o consumidor jurídico, pero 
también puede realizar el reclamo Roberto, porque es quien usa y disfruta el 
auto. Por tanto, Roberto puede reclamar  en su propio nombre y 
representación, no necesita tener un poder de representación para actuar en 
nombre de Juan sino que puede hacerlo en su propio nombre por ser el 
también consumidor del bien (auto).  
 
En este sentido, el art. 4 inc. a) de la LDC, expresa que se consideran 
consumidores a ¨toda persona natural o jurídica que adquiera, utilice o disfrute 
como destinatario final bienes, productos o servicios de cualquier naturaleza¨.  
 
Atendiendo a esta definición, el rasgo característico del consumidor es que se 
constituya destinatario final  de los bienes y servicios. La ley considera a las 
personas jurídicas como consumidores, ampliando de esta forma el alcance de 
protección de la misma. 
 
1.4.2.3 Personas jurídicas como consumidores 
 
La LDC considera a las personas jurídicas como consumidores. Esta es la 
tendencia casi en todas las legislaciones de consumo, tal es el caso de 
España, Argentina y los países centroamericanos como Costa Rica, El 
Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá.  
 
En cuanto a la protección que  otorga la Ley a  las personas jurídicas, algunos 
doctrinarios (Orúe (2003), Reyes López (2002), Farina (2004) opinan que estas 
personas no deben de gozar de la protección especial de la norma de 
consumo, ya que dentro de las que se consideran personas jurídicas  se 
encuentran también las sociedades capitalistas, cuya protección no encaja con 
el espíritu de las leyes de consumidores, puesto que no se da la desigualdad 
entre las partes, lo cual es el fundamento de protección a los consumidores. 
  
 
 
 
Es decir,  las personas jurídicas no se sitúan en gran desventaja frente a otro 
empresario que es el proveedor, porque las sociedades cuentan con 
importantes asesorías jurídicas, fiscales y financieras que les aconsejan en la 
formalización de sus contratos (Reyes López, 2002). 
 
El artículo 4 inc. a) de la LDC otorga protección a las personas jurídicas, en 
este sentido Orúe expresa que ¨ ahí estriba la imprecisión de nuestros 
legisladores, al hacer referencia a persona jurídica, debería entenderse que 
vincula a las sociedades o asociaciones sin fines de lucro, ya que se trata de 
personas jurídicas de escasa entidad¨ (2003, p. 93). Es decir, que no se 
debería incluir en la protección de los consumidores a todas las personas 
jurídicas, sino sólo a las personas jurídicas de „escasa entidad‟, o sea, a las 
personas jurídicas que cuentan con poco patrimonio. 
 
Estando de acuerdo con este autor, cabe agregar que se debería incluir en la 
protección como consumidores a los pequeños empresarios, y a las pequeñas  
y medianas empresas ya que, de acuerdo con Villalba (2009, p. 317)  quien cita 
a  Ruiz  Muñoz: ¨son  dignos  de  protección  a  los  pequeños empresarios  que  
sufren  presiones  cuando  contratan  con  grandes  empresas, equiparando su 
posición a la de consumidor¨. 
 
Asimismo, las micro y pequeñas empresas, al adquirir determinados bienes 
ajenos o no a su negocio y en calidad de destinatario final, podrían encontrarse 
en desventajas frente al proveedor, de acuerdo a lo expuesto por los autores 
antes mencionados. 
 
Este es el mismo criterio, adoptado por la (CPC) Comisión de Protección al 
Consumidor (2006) de Perú, según sus Lineamientos: 
 
Son considerados como consumidores para efectos de la Ley de Protección al 
Consumidor únicamente las micro y pequeñas empresas que se encuentran en 
la misma posición de desventaja informativa que cualquier otro consumidor 
final. Ello, debido a que los pequeños  empresarios no tienen la misma 
  
 
 
estructura organizacional que empresas medianas o grandes, lo cual significa 
no contar con partidas o recursos humanos para efectuar un estudio de 
mercado sobre los productos o servicios que se ofrecen (p. 22).  
 
A pesar del criterio expuesto cabe aclarar que si bien se considera que no 
deberían incluir en la protección a los consumidores a todo tipo de personas 
jurídicas, es importante realizar una excepción respecto a las personas 
jurídicas sin fines de lucro, a las micro y pequeñas empresas y a los pequeños 
empresarios.  
 
Las personas jurídicas tienen derecho a solicitar la protección de sus intereses; 
pero no deberían gozar de la protección que se les otorga a las personas en 
calidad de consumidores. Es decir, que no  deberían amparar sus derechos en 
la legislación de consumidores, sino en otras normas del Ordenamiento como 
el Código Civil y el Código Penal que otorgan mecanismos de protección a todo 
tipo de personas incluyendo los empresarios, en caso de que los bienes que 
adquieran presenten defectos.  
 
1.4.2.3.1  Asociaciones de consumidores 
 
Las Asociaciones de consumidores son personas jurídicas sin fines de lucro. 
Su fin es proteger los derechos de los consumidores y representar los intereses 
individuales o colectivos de los consumidores, por lo que pueden en 
representación de los mismos reclamar ante las autoridades administrativas o 
judiciales (art. 63 inciso e) RLDC).  
 
 Según el RLDC, se entenderá por Asociaciones de Consumidores y Usuarios, 
toda organización constituida por personas naturales conforme a la Ley 
General sobre las personas jurídicas sin fines de lucro, Ley No. 147 de 19 de 
marzo de 1992, publicada en La Gaceta No.102 de 29 de mayo de 1992, cuyo 
objeto sea garantizar la protección y la defensa de los consumidores y 
usuarios, promover la información, educación, la representación y el respeto de 
sus derechos. (Art. 60).  
 
  
 
 
 
1.5 Bienes 
 
 
Un bien es un objeto material cuyo uso satisface una necesidad. De 
conformidad al art. 596 Código Civil ¨Las cosas en cuanto procuran o sirven 
para procurar beneficios a las personas que tienen derechos que ejercitar 
sobre las mismas se llaman bienes¨.  
 
 
1.5.1 Clasificación de los bienes 
 
A fin de desarrollar el tema planteado en el presente trabajo es importante 
establecer la diferenciación de los distintos tipos de bienes. 
 
Orozco Gadea(2010, p. 13) expresa ¨En el código Civil cuando se habla de 
bienes sólo hace alusión a los que tienen una entidad material con un valor 
económico¨.  
 
Existen diversos criterios para la clasificación  de bienes, en este sentido el 
Código Civil de Nicaragua establece que se pueden clasificar en bienes 
muebles e inmuebles, cosas fungibles y no fungibles, divisibles e indivisibles.  
 
Según criterios económicos se pueden clasificar los bienes de acuerdo a la 
escasez; bienes libres y bienes económicos; al grado de terminación; finales o 
intermedios;  ámbito de uso; públicos o privados; relación con el ingreso; 
bienes de necesidad, bienes de demanda normal, bienes inferiores y bienes de 
lujo o suntuarios; función económica; bienes de consumo y bienes de capital. 
Dentro de los bienes de consumo se encuentran los bienes duraderos y no 
duraderos. (Marrugo Pérez, s.f.).  
 
A efectos de este trabajo, se estudiaran los bienes de consumo según su 
naturaleza en  bienes no duraderos y bienes duraderos. 
 
 
  
 
 
 
 
1.5.1.1 Bienes no duraderos 
 
Los bienes no duraderos son aquellos que se agotan con el primer uso que de 
ellos se hace. También son denominados bienes perecederos. 
 
Los bienes no duraderos son los mismos que  el Código Civil de Nicaragua 
concibe como bienes consumibles en el art. 607 C párrafo segundo a saber: 
“Son cosas consumibles aquellas cuya existencia termina con el primer uso…”. 
 
1.5.1.2 Bienes  duraderos 
 
Contrario a los bienes no duraderos se entiende por cosas muebles  de 
naturaleza duradera, según  Wajntraub, (2004, p. 56) “cosas  que no dejan de 
existir por el primer uso que de ellas se hace, aunque sean susceptibles de 
consumirse o de deteriorarse después de algún tiempo”.  
 
El Código Civil en el artículo 607 párrafo tercero, contiene una definición de lo 
que se entiende como bienes duraderos, denominándolos  bienes no 
consumibles  “que no dejan de existir por el primer uso que de ellas se hace, 
aunque sean susceptibles de consumirse o de deteriorarse después de algún 
tiempo”.  
 
Según Reyes López (2002, p.459)  los bienes de naturaleza duradera o bienes 
duraderos son ¨aquellos cuyo uso se extiende a lo largo de un espacio de 
tiempo en el que el comprador confía el poder continuar obteniendo la utilidad 
para cuya consecución fueron adquiridos¨.  
 
De acuerdo con los autores citados, se puede señalar que bienes de naturaleza 
duradera o bienes duraderos son aquellos bienes que no  terminan su vida útil  
en el primer uso, sino que se deprecian poco a poco a lo largo  del tiempo a 
medida que se utilizan.  
 
  
 
 
 
1.5.1.2.1 Bienes duraderos de consumo 
 
Considerando que los bienes de consumo tienen una función económica, se 
abordará su concepto tomando más en cuenta lo que establecen  los usos y  la 
práctica comercial respecto a lo que se entiende como bienes de consumo.  
 
En este mismo sentido, según  la práctica comercial se considera bienes de 
consumo a todos aquellos que brindan utilidad o uso a las personas que los 
adquieren, a los que satisfacen una necesidad. Dentro de los bienes de 
consumo, como vimos anteriormente,  se incluyen los bienes duraderos y los 
no duraderos.  
 
Cabanellas expresa que los  bienes de consumo son ¨aquellos destinados a 
satisfacer necesidades o deseos humanos y que se consumen con su empleo 
o uso, lo que puede suceder de modo inmediato o a lo largo de mucho tiempo¨ 
(Cabanellas, 2007, p.124).  
 
El objeto de estudio del presente trabajo se centra en los bienes duraderos de 
consumo, bienes duraderos ya que no terminan su vida útil con el primer uso 
que de ellos se hace y son de consumo porque son  destinados al uso 
personal, si bien participan en el comercio debido al necesario tráfico comercial 
y jurídico, estos mismos son destinados en última fase, no a la 
comercialización, trasformación o producción del bien.  Es decir, son los que se 
adquieren por un consumidor o destinatario final para su uso y disfrute personal 
(art. 4 inc. a. LDC) y que como tales tienen un tratamiento distinto al de los 
bienes que se adquieren para continuar con su comercialización. 
 
1.6 Garantía 
 
 
En este apartado se hace referencia  a las garantías sobre bienes duraderos de 
consumo, ya que son los únicos sobre los que puede configurarse una garantía 
a plazos, en caso de que el producto contenga un desperfecto. La Ley de 
  
 
 
Defensa del Consumidor de Nicaragua no contiene una definición de garantía, 
a pesar de regular la aplicabilidad de la misma en las relaciones de consumo. 
 
1.6.1 Definición 
 
De acuerdo con Wajntraub (2004, p. 56) ¨En un sentido amplio la garantía es 
cualquier medio dirigido a asegurar el crédito, el cumplimiento de una 
obligación, el goce de un derecho¨. 
 
En el caso que nos ocupa la garantía sería el medio para asegurar el 
cumplimiento de una obligación y de un derecho. El proveedor tiene la 
obligación  de garantizar el buen funcionamiento del bien o en su defecto, la 
reparación del mismo, sustitución o rebaja del precio. Y el derecho que tiene el 
consumidor a obtener un producto conforme en sus características al momento 
de la adquisición y durante un período razonable de tiempo que es el 
establecido por la garantía.  
 
A pesar de que la LDC, no contempla un concepto de lo que se considera 
garantía, el art  72 del RLDC establece la obligación del proveedor de 
garantizar el funcionamiento normal de los bienes:  
 
En todo contrato u operación de venta de bienes muebles nuevos o usados, 
destinados para el uso personal o del hogar…, se entenderá por implícita la 
obligación de garantizar al comprador el funcionamiento normal y acorde a las 
especificaciones y el fin para el cual éstas sean fabricados. Esta obligación 
será exigible siempre que por defecto del producto o por causa imputable al 
fabricante, importador o proveedor, dichos bienes no funcionen 
adecuadamente. 
 
1.6.2 Bienes objeto de la garantía 
 
El RLDC contempla en el artículo 72 ejemplos de los bienes sobre los cuales 
debe recaer la garantía usando las palabras “tales como”, es decir, que esta 
lista no es exclusiva y restrictiva: 
  
 
 
 
¨En todo contrato u operación de venta de bienes muebles nuevos o 
usados, destinados para el uso personal o del hogar, tales como 
artefactos eléctricos, mobiliarios, automóviles y otros, se entenderá por 
implícita la obligación de garantizar al comprador el funcionamiento 
normal y acorde a las especificaciones y el fin para el cual éstas sean 
fabricados. Esta obligación será exigible siempre que por defecto del 
producto o por causa imputable al fabricante, importador o proveedor, 
dichos bienes no funcionen adecuadamente¨. 
 
El artículo 78 del RLDC establece que: “Si dentro del período de garantía 
estipulado para equipos o productos mecánicos, eléctricos, electromecánicos, 
electrónicos, mobiliarios, vehículos de motor y otros bienes de naturaleza 
análoga, éstos no funcionaran adecuadamente…” 
 
Al decir bienes de naturaleza análoga, se refiere a bienes similares a los 
mecánicos, eléctricos o mobiliarios (art. 72 RLDC).  De conformidad a este 
artículo se puede deducir que es sobre bienes de esta naturaleza  que recae la 
garantía, es decir, bienes duraderos y no sobre cualquier tipo de bienes. 
 
De lo expresado se deduce y por lógica se sabe que los bienes perecederos no 
pueden ser objeto de garantía, sino que esta recae sobre bienes cuyo uso se 
prolonga en el tiempo, es decir bienes duraderos; sin embargo, es necesario 
que la Ley de Defensa del Consumidor contenga una definición de los bienes 
que deben ser considerados a efectos de otorgárseles garantía.  
 
Por otro lado, cabe señalar que en cuanto a bienes objeto de la garantía, el 
RLDC establece solamente a los bienes nuevos y usados. En este sentido al 
art. 72 RLDC expresa que:  
 
¨En todo contrato u operación de venta de bienes muebles nuevos o usados, 
destinados para el uso personal o del hogar, tales como artefactos eléctricos, 
mobiliarios,automóviles y otros, se entenderá por implícita la obligación de 
  
 
 
garantizar al comprador el funcionamiento normal y acorde a las 
especificaciones y el fin para el cual éstas sean fabricados¨.  
 
En este mismo sentido, se expresa el Dictamen de Ley de la Asamblea 
Nacional en Nicaragua,  ¨Ley de protección a los derechos de los consumidores 
y usuarios” del 18 de octubre de 2006, el cual establece que la garantía recae 
sobre bienes muebles (art. 55,58, 61, 62, 63). 
 
Al respecto, cabe destacar  que los bienes inmuebles como las casas, también 
son bienes sobre los cuales puede recaer una garantía, tal es el caso de las 
empresas urbanizadoras dedicadas a  fabricar y vender casas, quienesofrecen 
garantías para asegurar el cumplimiento de la construcción y entrega en buen 
estado de la vivienda, por un determinado tiempo antes de finalizada la 
construcción y entrega del bien eincluso durante un tiempo después de estar 
en uso la vivienda, por ejemplo, una vez habitado el edificio le dan 3 meses de 
garantía para las puertas y ventanas y 6meses para el techo, así 
sucesivamente,  tiempo durante el cual el vendedor se compromete a efectuar 
las reparaciones o sustituciones de las piezas en el inmueble.  
 
Por esta razón sería más recomendable referirse a los bienes objeto de la 
garantía como bienes duraderos de consumo y no bienes muebles tal como lo 
señala el RLDC y el Dictamen.  
 
1.6.3 Importancia de la garantía 
 
La garantía es un medio para asegurar el cumplimiento de una obligación. Se 
concede cierta seguridad y confianza al adquirente del bien cuando al momento 
de la adquisición se le otorga una garantía razonable sobre el bien que 
adquiere, ya que ésta representa un símbolo de compromiso del vendedor a 
efectuar una futura reparación en caso de que el bien presente defectos que lo 
hagan impropio para su uso.  Por lo tanto representa para el comprador el buen 
funcionamiento del bien tanto antes como después de la eventual contratación.  
 
  
 
 
El otorgamiento de garantías sobre bienes también supone un avance 
significativo en el tráfico jurídico y comercial cada vez más creciente, sobretodo 
en tiempos de la globalización,  momentos en que se hace necesario que los 
países y comerciantes ofrezcan productos donde rija la buena fe y calidad de 
bienes, lo cual implica que se ofrezcan a los consumidores garantías 
razonables y en las mejores condiciones posibles, lo cual se traduciría en un 
beneficio para el desarrollo económico y social de los países involucrados. 
 
1.6.4 Clasificación  de las  garantías 
 
Existen diversos criterios para clasificar las garantías; según la doctrina es 
posible clasificarlas en garantía implícita, legal y comercial.  
 
1.6.4.1 Garantía Implícita 
 
Mediante la garantía implícita  se garantiza el buen funcionamiento del bien en 
las condiciones ofertadas y pactadas y según el uso normal al que se le 
destina.  
 
¨La garantía implícita, se observa en la obligación que tienen los proveedores 
de responder cuando el bien o servicio no es idóneo para los fines y usos 
previsibles para los que normalmente se adquieren o contratan en el mercado, 
considerando las condiciones en las cuales los productos fueron adquiridos o 
los servicios contratados¨ (Comisión de Protección al Consumidor, 2006, p. 33-
34.)  
 
En este mismo sentido Larrain (2005) expresa que las garantías implícitas son 
las que protegen a los compradores, quienes adquieren esperando que lo 
adquirido corresponda al propósito para el cual se le destina en el mercado.  
Vale decir que todos los bienes conllevan este tipo de garantía, puesto que la 
ley obliga al proveedor a responder por el buen funcionamiento de los bienes 
que ofrece.  
 
  
 
 
Por lo tanto, de lo anterior se desprende que la garantía implícita lleva 
aparejada la idoneidad del producto o principio de conformidad.  
 
1.6.4.1.1 Idoneidad del producto 
 
La idoneidad es la coincidencia entre lo que el consumidor espera y lo que el 
consumidor recibe efectivamente, lo cual depende de la cantidad y calidad de 
información que ha recibido (Comisión de Protección al Consumidor, 2006).  
 
En este mismo sentido, según  Lozano Petit (s.f.) el principio de conformidad 
impone la obligación del vendedor de entregar al consumidor un bien que sea 
conforme con el contrato de compraventa suscrito. 
 
De acuerdo con el art. 3 nº 1 de la Ley 23/2003, de 10 de julio, de Garantías en 
la Venta de Bienes de Consumo de España,  Lozano Petit (s.f.) expresa que se 
considera que un bien es conforme cuando  se ajusta a la descripción realizada 
por el vendedor; posee las cualidades manifestadas mediante una muestra o 
modelo; sirve para los usos a que ordinariamente se destinan los bienes de 
consumo del mismo tipo;  es apto para el uso especial que hubiese sido 
requerido por el consumidor y que el vendedor haya admitido que es adecuado 
para dicho uso y que presente la calidad y el comportamiento esperados, 
atendiendo especialmente a las características indicadas por el vendedor o el 
fabricante mediante la publicidad o el etiquetado. 
 
¨Como consecuencia del principio de conformidad, el vendedor responderá 
ante el consumidor de cualquier falta de conformidad existente en el momento 
de la entrega del bien¨ (Lozano Petit, s.f, p. 3). 
 
1.6.4.2 Garantía Legal 
 
“La garantía legal es aquella establecida expresamente por la Ley; es decir, no 
es la que el proveedor determina ni la que el consumidor razonable espera, 
sino la que manda la ley” (Comisión de Protección al Consumidor, 2006, p. 35).  
 
  
 
 
Según García Cruces (Consejo General del Poder Judicial & Ministerio de 
Sanidad y Consumo, 2001, p. 332), ¨se trata de una garantía legal de producto, 
en el sentido de impuesta por la Ley y respecto de la cual las partes tienen 
limitada su posibilidad de pacto, pues siempre deberán respetar  el contenido 
mínimo de responsabilidad que la Ley viene a fijar¨. 
 
El RLDC en el art. 75 regula esta obligatoriedad “El fabricanteestáobligadoa 
conceder una garantía razonable en relación al funcionamiento eficiente del 
producto que manufactura. Cada intermediario en la cadena de 
comercialización deberá responder de la garantía a su respectivo cliente”.  
 
El art. 74 RLDC también establece que: “El período de garantía estará 
condicionado por la práctica del mercado, sin embargo el proveedor y los 
intermediarios estarán obligados a proporcionaral consumidor los términos de 
garantías mínimas que ellos reciban del fabricante¨.  
 
La LDC de Nicaragua y su Reglamento no contienen un concepto de garantía 
legal, pero sí se encuentra regulada, tal como se señaló en los artículos 
precedentes.  
 
El marco legal de garantía o la garantía legal, tiene por objeto facilitar al 
consumidor distintas opciones para exigir el saneamiento cuando el bien 
adquirido no sea conforme con el contrato o presente vicios, dándole la opción 
de exigir la reparación por la sustitución del bien, salvo que ésta resulte 
imposible o desproporcionada. Cuando la reparación o la sustitución no fueran 
posibles o resulten infructuosas, el consumidor podrá exigir la rebaja del precio 
o la resolución del contrato.  
Estas son las opciones que se brindan al consumidor en virtud de la garantía 
legal, es por esto que a la garantía legal también es conocida como derecho de 
opción en las legislaciones española (art. 119 nº 1 Decreto 1/2007) y chilena 
(art. 14º y 19º Ley. LEY Nº 19.496que establece Normas sobre Protección de 
los Derechos de los Consumidores, publicada el 07 de marzo de 1997). 
  
 
 
 
1.6.4.3 Garantía Comercial 
 
La denominada garantía comercial es la que puede ofrecerse de forma 
adicional a la garantía legal,  por el garante, generalmente el productor o 
fabricante del producto, a través de un documento o de la publicidad (Lozano 
Petit, s.f.). Es decir que los beneficios que la garantía comercial otorga pueden 
ser mayores a los establecidos por la ley, pero nunca menores.  
 
La garantía comercial constituye un instrumento legítimo para estimular la libre 
competencia en el mercado, pero en ningún caso es admisible que las 
garantías ofrecidas puedan inducir a error a los consumidores, por lo que 
deben contener determinada información¨. (Reyes López, 2002, p. 477). 
 
De acuerdo con Villalba (2009b) la libre competencia conduce a  mayor 
disponibilidad y calidad de bienes y servicios que se ofrecen en el mercado. 
También la libre competencia se basa fundamentalmente en la libertad de 
elección tanto como para el consumidor como para el proveedor, genera 
incentivos a las empresas para que obtengan una ventaja competitiva sobre 
otras. Es en este ámbito es que se desarrolla la garantía comercial pues se 
caracteriza por la libertad de pacto entre los contratantes siempre que por 
medio de ésta se le ofrezcan mejores condiciones de la garantía  al 
consumidor, según la política de cada vendedor.  
 
La garantía comercial no está regulada en la legislación de consumo en 
Nicaragua, sin embargo,  según Lozano Petit (s.f, p. 7), ¨debe formalizarse a 
petición del consumidor,  al menos, en castellano, por escrito o en cualquier 
otro soporte duradero¨. Las partes son libres de establecer su contenido 
siempre que sea más favorable al consumidor y respetando el contenido 
mínimo establecido en la LDC, pues la garantía comercial no sustituye a la 
legal, sino que representa un beneficio adicional sobre la legal. 
 
  
 
 
Así, la garantía legal y la garantía comercial incluyen siempre la garantía  
implícita, ya que esta última se refiere a la conformidad de los bienes y con ello 
el correcto funcionamiento, debiendo el proveedor garantizar esto siempre.  
 
Por otro lado, en cuanto a diferencias, la garantía legal es la que el proveedor 
está obligado por ley a brindary la garantía comercial es la que el proveedor 
ofrece voluntariamente y la cual debe ser otorgada en mejores condiciones que 
la legal.   
 
1.6.5 Características de las garantías 
 
De acuerdo a lo establecido en la LDC, el RLDC y las prácticas comerciales es 
posible extraer las siguientes características: 
 
 
- Es de carácter obligatorio, en el caso de la garantía legal, ya que debe 
otorgarse siempre por disposición legal y no por decisión del proveedor-
vendedor. A contrario sensu, esta obligatoriedad no se aplica para las 
garantías comerciales ya que en este caso la garantía se otorga de 
forma opcional,  según lo pactado entre el proveedor-vendedor y el 
consumidor.   
 
- Recae sobre un objeto determinado, es decir que la garantía 
cualquiera que sea, recae necesariamente sobre un bien específico, que 
es el adquirido por el consumidor,  o sobre una pieza específica, en caso 
de que no recaiga la garantía sobre todo el bien.  
 
- Tiempo determinado de validez, puesto que la garantía no es 
indefinida, tiene una vigencia  establecida dentro del cual el consumidor 
puede reclamar ante el proveedor cuando  se presente un vicio en el 
bien adquirido.  
 
 
 
 
 
 
  
CAPITULO II: RÉGIMEN JURÍDICO SUSTANTIVO DE LA GARANTÍA DE 
BIENES DURADEROS DE CONSUMO 
 
 
La piedra angular sobre la que se estructura la protección de los derechos de 
los consumidores  la constituye la Constitución Política de la República de 
Nicaragua, de la cual, a su vez se derivan una serie de normas jurídicas que 
garantizan los derechos de los consumidores, entre las que se encuentran la 
Ley de Defensa de los Consumidores y su Reglamento. 
 
2.1 Constitución Política de la República de Nicaragua 
 
La Constitución Política de la Repúblicade Nicaragua, (en adelante Cn.), es la 
norma fundamental de toda la nación y base de los derechos otorgados en 
virtud de otras normas secundarias o de menor jerarquía, las cuales están 
subordinadas a ella, por lo que es necesario que todos los derechos que 
contemplan las leyes ordinarias encuentren su cimiento en la Constitución.  
 
Respecto a los derechos de los consumidores el art. 105 Cn. establece la 
obligación del Estado de regular el consumo de bienes y servicios,  
centrándose en la facilitación de los servicios básicos para consumo de la 
población, a saber: 
 
¨Es obligación del Estado promover, facilitar y regular la prestación de los 
servicios públicos básicos de energía, comunicación, agua, transportes, 
infraestructura vial, puertos y aeropuertos a la población, y es derecho 
inalienable de la misma el acceso a ellos¨. 
  
Sin embargo, el fundamento constitucional para toda la legislación en general 
se encuentra en el último párrafo del art. 105Cn. el cual establece que: ¨Es 
deber del Estado garantizar el control de calidad de bienes y serviciosyevitar la 
especulación y el acaparamiento de los bienes básicos de consumo¨. 
 
Así, la Constitución de Nicaragua establece el deber del Estado a proteger a 
los consumidores, regulando las actividades de comercio que afectan el 
consumo, es decir, normalizando la adquisición de bienes y servicios de 
calidad.  
 
En este sentido las Constituciones Políticas de otros países regula la 
protección a los consumidores y sus intereses de forma directa tal como lo 
establece  notoriamente la Constitución de El Salvador, Guatemala y España 
(CE).  
 
En el caso de El Salvador la protección de los consumidores se encuentra 
consagrada en el art, 101 de la Constitución el cual establece que: ¨El Estado 
promoverá el desarrollo económico y social mediante el incremento de la 
producción, la productividad y la racional utilización de los recursos. Con igual 
finalidad fomentará los diversos sectores de la producción y defenderá el 
interés de los consumidores¨.   
 
La Constitución de Guatemala, en el art. 119 incisoi) establece como una 
obligación fundamental del Estado la defensa de los derechos del consumidor 
(Consejo Centroamericano de Protección al Consumidor, 2009):   
 
¨Son  obligaciones fundamentales del Estado: la defensa de los consumidores 
y usuarios en cuanto a la preservación de la calidad de los productos de 
consumo interno y de exportación para garantizarles su salud, seguridad y 
legítimos intereses económicos¨. 
  
La Constitución de España (CE) también establece en el art. 51 nº 1 que: ¨los 
poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, 
protegiendo mediante procedimientoseficaces la seguridad, la salud y los 
legítimos intereses  de los mismos¨.  
  
Cabe destacar que en la CE se garantiza también la información y educación  
al consumidor como derechos propiamente de los consumidores. 
 
El art. 51 nº 2 CE expresa que ¨Los poderes públicos promoverán la 
información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus 
organizaciones y oirán a estas en las cuestiones que puedan afectar a 
aquellos, en los términos que la ley establezca¨.  
 
Así, es posible apreciar en estos artículos de Constituciones extranjeras la 
estipulación clara y expresa de los derechos fundamentales como derechos 
propiamente de los consumidores como grupo que necesita especial 
protección.  
 
A su vez la Constitución de Nicaragua establece los derechos a la salud, 
seguridad, e  información,  entre otros, los cuales no van dirigidos propiamente 
a la protección de los consumidores sino a todos los ciudadanos en general.  
 
2.2 Ley de Defensa de los Consumidores y su Reglamento 
 
En Nicaragua se tutelan los derechos de los consumidores a través de la LDC y  
su Reglamento (RLDC).  
 
La  LDC es la que regula las relaciones de consumo, es decir, los actos 
jurídicos realizados entre las partes que intervienen en una transacción en su 
carácter de proveedor y consumidor; el objeto recaerá sobre cualquier clase de 
bienes o servicios públicos o privados (Art. 3 LDC).  
 
De conformidad al art. 1 LDC, ésta tiene por objeto garantizar a los 
consumidores la adquisición de bienes o servicios de la mejor calidad, en sus 
  
 
 
relaciones comerciales, mediante un trato amable, justo y equitativo de parte de 
las empresas públicas o privadas individuales o colectivas ya que los clientes 
no sólo demandan un producto o servicio sino también atención, un trato 
personal y afable.   
 
Es decir, que la calidad no sólo se refiere a la conformidad de los bienes, sino 
también a la atención prestada por parte de las empresas a los consumidores. 
Por lo que el propósito de la LDC es garantizar a los consumidores la calidad 
de los bienes y servicios en su amplitud, lo cual implica, asegurar a través de la 
ley que los bienes sean ofrecidos y entregados en buen estado, conforme a las 
características que el bien ofrece y mediante un trato cordial, lo cual a su vez 
garantiza la conformidad del consumidor en la adquisición de bienes y 
servicios.  
 
Por otro lado, un trato amable, justo y equitativo se materializa también luego 
de la contratación, es decir, una vez adquirido el bien o contratado el servicio, 
sobre todo cuando se presentan desperfectos en los bienes adquiridos, 
situaciones en las cuales, muchas veces los proveedores reaccionan contrario 
a lo establecido en la LDC. Lograr garantizar a los consumidores la adquisición 
de calidad de bienes y servicios a través de un trato amable, justo y equitativo  
es el designio de la LDC.  
 
2.3 Derechos de los consumidores 
 
Los consumidores poseen múltiples derechos otorgados en virtud de la Ley de 
Defensa de los Consumidores, su Reglamento y demás cuerpos normativos 
relacionados con la materia. Sin embargo, estos derechos protegen a los 
consumidores en todas las áreas del consumo, por lo que se abordará 
únicamente los derechos con la garantía. 
 
En virtud de la LDC el consumidor, antes y después de la eventual contratación 
y adquisición de los bienes, tiene derecho a la educación y a la información 
veraz y oportuna sobre los bienes y servicios disponibles en el mercado 
(artículo 12 inc. c de la LDC). Además, una vez contratado un servicio o 
  
 
 
adquirido un bien, el consumidor tiene derecho  a exigir el cumplimiento de las 
promociones y ofertas que le han realizado (art. 12 inc. f. de la ley).  
 
Por lo tanto, en virtud de estos derechos otorgados a los consumidores, los 
proveedores están obligados  a garantizar el bien que se oferte en las mismas 
condiciones ofertadas (calidad, cantidad, marca, peso, etc.) tutelando de esta 
forma los derechos de los consumidores.  
 
2.3.1 Derecho a la información  
 
El art. 66 Cn expresa: ¨Los nicaragüenses tienen derecho a la información 
veraz¨. 
 
Así mismo el art 12 incisoc) de la Ley 182 (LDC) y el art. 3 inciso c) RLDC 
establecen que los consumidores tienen  derecho a: ¨Una información veraz, 
oportuna, clara y adecuada sobre los bienes y servicios disponibles en el 
mercado.  
 
Dicho precepto se refiere a la información concretizada mediante la 
obligatoriedad de la norma, la cual manda  establecer dicha información a 
través de empaques, etiquetas y cualquier medio de publicidad, expresando 
además que los datos acerca de estos productos deben ser claros, con 
especificación correcta de calidad, cantidad, características, composición, 
precio, así como los riesgos que representa. (Art. 13 LDC).  
 
En este sentido el art. 16 LDC establece que ¨Los datos que ostenten los 
productos en sus etiquetas o empaques, se expresarán en idioma español; y se 
ajustarán estrictamente a su naturaleza, características y condiciones, además 
de la finalidad enunciada…¨. 
 
 En cuanto a la garantía, este mismo artículo  también establece que ¨Las 
leyendas garantizantes o cualquier otra equivalente deberán indicar en qué 
consiste la garantía, las condiciones, formas, alcances, plazos y el lugar en que 
  
 
 
el consumidor puede hacerla efectiva; además se utilizarán términos claros y 
precisos¨.  
 
Así pues, en caso de ofrecerse una garantía a los consumidores sobre 
determinados bienes, la información brindada deberá ser completa y cierta y 
clara, esto significa que no debe inducir a error al consumidor, por lo que en los 
documentos que contengan dicha información no se debe utilizar letras más 
pequeñas de las que puedan ser leídas a simple vista, por una persona con 
visión normal, asimismo la redacción debe ser clara y sencilla de forma tal que 
pueda ser de fácil compresión al consumidor.  
 
 
La publicidad  a través de los medios de comunicación (radio, televisión, 
revistas, entre otras), crea en el consumidor una expectativa acerca de la 
calidad, circunstancias y formas de adquisición de los bienes que se ofertan, 
por lo que ésta influye en la decisión del consumidor a contratar o adquirir 
determinado bien.  
 
Por lo tanto, se requiere que la información brindada por cualquier medio al 
consumidor, sea real, verdadera y clara para que no induzca a confusión al 
consumidor acerca de los bienes que adquiere o que piensa adquirir. Producto 
del mandato constitucional y LDC respecto al derecho a la información, 
debiendo la entidad comercial actuar en base al principio de buena fe, a fin de 
evitar inducir a error al consumidor, lo cual representa una práctica desleal 
constitutiva de delito según el artículo 272 del Código Penal de Nicaragua Ley 
Nº 641, publicado en la Gaceta Diario Oficial No. 83, el día lunes 5 de mayo de 
2008, (en adelante Pn),  y según la LDC en su artículo 19 implica el delito de 
estafa, de acuerdo a esto último al art. 229 Pn, en el que se destacan las 
condiciones de engaño y el inducir a otra persona con la intención de obtener 
un provecho ilícito producto del error en la otra persona.  
 
El art. 19 LDC expresa que ¨ La oferta, promoción y publicidad falsa o 
engañosa de productos, actividades o servicios constituye delito de estafa, sin 
perjuicio de otras responsabilidades penales y civiles¨.  
  
 
 
 
Por lo que de conformidad a este artículo el simple hecho de difusión de 
información publicitaria no cierta, constituye el delito de estafa, lo cual es un 
delito de peligro abstracto, es decir, que no se requiere que se ocasione un 
perjuicio al consumidor debido a  la adquisición de un bien.  
 
2.3.2 Derecho a exigir el cumplimiento de las promociones 
yofertas 
 
Este derecho se encuentra estrechamente relacionado con el derecho a la 
información veraz, ya que si el consumidor por cualquier medio recibe una 
información  falsa respecto al bien que adquiere, éste  tiene derecho a que se 
le otorgue el bien en las mismas condiciones ofertadas, sin perjuicio de las 
acciones civiles y penales correspondientes. (Art. 95 RLDC).  
 
La promoción según el art. 2 del RLDC inc. i) ¨es la práctica comercial de 
ofrecer al público bienes o servicio con un incentivo adicional de corto plazo, 
sea este de precios, entrega de bonos o de participación en rifas o concursos.  
La oferta según el art. 2 inciso h) del Reglamento a la LDC es: ¨toda acción de 
ofrecer bienes y servicios en el comercio¨.  
 
En ambas situaciones el proveedor ofrece bienes y servicios, pero a través de 
la promoción se le agrega a la oferta un incentivo adicional durante corto plazo, 
para que se realice la compra del bien promocionado. La ley establece que 
estos incentivos pueden ser  ¨de precios mediante el  ofrecimiento al público de 
bienes con un contenido adicional a la presentación usual del producto, en 
forma gratuita o a un precio menor del habitual; prometer dos o más bienes o 
servicios por un mismo precio, los incentivos pueden ser también entrega de 
bonos o de participación en rifas o concursos, entre otros, todo esto de 
conformidad al  art. 2 inciso i).  y el art. 55 inc. b, c y d RLDC. 
 
De conformidad con el art. 12 inc. f) LDC, los consumidores tienen derecho ¨a 
exigir el cumplimiento de las promociones y ofertas cuando el proveedor no 
cumpla¨. Es decir que el ofrecimiento de bienes y servicios  dispuestos para el 
  
 
 
comercio mediante la publicidad, debe ser veraz y en caso de no serla o el 
proveedor no cumplir con lo anunciado, en virtud de los  derechos que tienen 
los consumidores, éstos pueden exigirle al proveedor el cumplimiento de las 
promociones u ofertas que se hagan y que estos hayan recibido. La LDC 
también establece la irrenunciabilidad de los derechos que le confiere al 
consumidor (art. 2). 
 
De lo anterior, es válido manifestar que las ofertas son de obligatorio 
cumplimiento por parte del proveedor una vez establecida la relación 
contractual, es decir, únicamente cuando el consumidor haya adquirido el bien 
o servicio ofertado o promocionado por cualquier medio de difusión publicitaria, 
pues se presume que dicha oferta o promoción en el anuncio publicitario lo 
llevó a contratar,  teniendo además el consumidor que probar la existencia del 
anuncio de la oferta o promoción.  
 
Por ejemplo, Juan adquiere una volante de una empresa x que dice que se 
venden refrigeradoras marca y,  con 4 años de garantía, el mismo día Juan va 
a la empresa que difundió la oferta mediante los volantes, compra la 
refrigeradora, pero no le entregan el certificado de garantía ni él lo solicita, al 
cabo de unos 3 años se daña su refrigeradora, por lo que va a la empresa y 
solicita la reparación gratuita o sustitución del aparato en virtud de la garantía, 
pero el vendedor dependiente le dice que  la refrigeradora tiene sólo 1 año de 
garantía que es lo establecido según la práctica comercial en cuanto al plazo 
de la garantía. En este caso, ante un reclamo, Juan tiene derecho a que se le 
otorgue 5 años de garantía, debiendo probar la existencia de la obligación 
contraída por el Proveedor, mediante la volante; ese es el derecho que le 
otorga la LDC que es el de exigir el cumplimiento de las ofertas y promociones 
cuando el proveedor no cumpla.  
 
Cabe señalar que la práctica del mercado está condicionada por la costumbre 
de los comerciantes en cuanto al tráfico de bienes y servicios, en otras 
palabras, se toma en cuenta lo que la generalidad de los proveedores disponen 
respecto de los bienes que ofrecen en un mercado. 
 
  
 
 
También es importante destacar que en ningún momento el consumidor al 
adquirir un bien en condiciones de promoción, puede renunciar a los derechos 
derivados de la garantía puesto que todos los derechos contenidos en la LDC 
son irrenunciables tal como se ha señalado anteriormente.                 
 
Por lo cual, en caso que la oferta y la promoción no hayan sido ciertas o que el 
proveedor no las haya cumplido, representa una práctica de competencia 
desleal al obtener el proveedor un lucro por medio de una actividad indebida o 
ilícita que es el de la publicidad falsa o engañosa al promocionar bienes, lo cual 
da lugar a sanciones establecidas en la LDC tales como multa, de conformidad 
al art. 113 RLDC, y el cierre temporal o cierre definitivo del establecimiento por 
el Ministro de Fomento Industria y Comercio (art. 117 RLDC), sin perjuicio de 
las responsabilidades penales y civiles que correspondan.  
 
2.3.3 Derecho a la salud 
 
El derecho a la salud está contemplado en la Constitución en el art. 59 Cn, el 
cual expresa que ¨Los nicaragüenses tienen derecho, por igual, a la salud¨. 
Este artículo también establece que ¨Corresponde al Estado dirigir y organizar 
los programas, servicios y acciones de salud y promover la participación 
popular en defensa de la misma¨. 
 
De conformidad con el artículo 12 inciso a) de la LDC, y artículo 3 inciso a) del 
RLDC, los consumidores tienen derecho de protección de la salud y seguridad 
en el consumo de bienes.  
 
Por lo cual, los bienes y servicios puestos en el mercado deben ser seguros, de 
conformidad con el artículo 7 LDC, ¨los productos, actividades y servicios 
puestos a disposición de los consumidores no deben implicar riesgos para la 
salud o la seguridad de los consumidores¨.  
 
Sin embargo, cuando el producto por su naturaleza sea riesgoso, debe ser 
puesto en conocimiento de los consumidores por medios claros y apropiados. 
 
  
 
 
Con este fin, los proveedores deberán brindar la información respecto a los 
bienes, como composición, finalidad, fecha de producción y vencimiento del 
producto, Instrucciones e indicación para su uso, advertencia, riesgos e 
incompatibilidades con otros productos. 
 
Parte de este derecho es que el proveedor con el fin de brindar seguridad al 
consumidor, deberá sobre todo garantizar el buen estado del bien que oferta. 
 
2.3.4 Derecho a una reparación integral 
 
El derecho a una reparación integral es de suma importancia, ya que en el 
mercado pueden existir productos defectuosos que pueden causar 
afectaciones a la salud, seguridad y a la economía del consumidor.  
 
Los consumidores tienen derecho a una reparación integral, oportuna y 
adecuada de los daños y perjuicios sufridos y que sean responsabilidad del 
proveedor (art. 12 Inc. e. LDC). A este fin se le otorga al consumidor una 
garantía que recae sobre los bienes adquiridos. 
 
A través de este derecho se otorga una protección a los consumidores en 
cuanto al  resarcimiento de los daños y perjuicios y que sean atribuibles al 
proveedor.  Sin embargo, éste es un derecho declarativo dentro de la LDC, 
puesto que si bien es un derecho de los consumidores, no es posible hacerlo 
efectivo en la vía administrativa establecida para los reclamos en materia de 
consumo, sino que puede hacerse valer este derecho por la vía judicial. 
 
En cuanto a los daños y perjuicios estos comprenden una afectación a los 
bienes de una persona, lo cual genera la obligación de repararlo.  
 
El inconveniente es que la LDC no deja claro el  medio para hacer efectivo 
dicho derecho, sin embargo el Dictamen de Ley de la Asamblea Nacional en 
Nicaragua,  ¨Ley de protección a los derechos de los consumidores y usuarios”, 
expresa en el art. 5 inciso o) que los consumidores tienen derecho a ¨Reclamar 
por la vía judicial o a través de los distintos medios alternos de resolución de 
  
 
 
conflictos, la reparación de daños y perjuicios sufridos por la deficiencia, mala 
calidad o retraso en la entrega de los bienes o servicios adquiridos¨. 
 
En este sentido es importante señalar que la imposibilidad de reclamo ante la 
instancia administrativa (DDC) acerca de los daños y perjuicios sufridos por el 
consumidor,  es que ésta constituye una  facultad exclusiva de los tribunales 
comunes, por lo tanto la DDC no es competente.  
 
2.3.5 Derecho a acceder a los órganos administrativos y judiciales 
 
Este derecho implica la posibilidad de que toda persona pueda acudir ante los 
tribunalesa la vía jurisdiccional para formular pretensiones, de obtener un fallo 
de éstos y que la resolución pronunciada sea cumplida y ejecutada. 
 
El derecho de acceso a la justicia contenido en la Constitución Política, 
establece en el art. 5 el principio de justicia como principio de la nación. En el  
art. 158 Cn se regula que ¨La justicia emana del pueblo y será impartida en su 
nombre y delegación por el Poder Judicial, integrado por los tribunales de 
justicia que establezca la ley¨. En base a esta disposición los tribunales están 
obligados a la impartición de justicia, con todas las derivaciones que ello 
implica.  
 
En este mismo sentido la LDC en el art. 12 inc. h). establece que los 
consumidores tiene derecho de ¨ Acceder a los órganos administrativos o 
judiciales correspondientes para la protección de sus derechos y legítimos 
intereses¨.  
 
Por lo que, ante un vicio o desperfecto en el producto adquirido, para la 
solución de conflictos  entre el consumidor y el proveedor, el consumidor tiene 
derechoa acudir ante los órganos administrativos, en este caso la DDC, 
reservándose el derecho de reclamar los daños y perjuicios  ante la vía 
jurisdiccional. 
 
 
  
 
 
 
2.4 Formalidad de la garantía 
 
La LDC contiene la formalidad y condiciones con las que debe cumplir el 
proveedor al otorgar garantías sobre determinados bienes. 
 
En este sentido el artículo  77 del RLDC establece la formalización de la 
garantía la cual deberá constar por escrito de forma clara y precisa pudiendo 
incorporarse al contrato de compraventa o factura, o bien consignarse en 
documento aparte, este último pasará a formar parte integrante del contrato de 
compraventa o de la factura de venta. Por lo tanto, el adquirente ha de recibir, 
con ocasión de su adquisición el correspondiente documento que es el 
certificado de garantía.  
 
2.4.1 Contenido del certificado de garantía 
 
El certificado de garantía contiene las condiciones que obligan al proveedor y 
los derechos y deberes del consumidor.  Todo esto con el fin de brindar la 
protección requerida al consumidor.  
 
El certificado de garantía es el documento en el que constan las condiciones de 
la garantía, en este sentido  el RLDC regula el contenido mínimo que debe 
contener el certificado de garantía, lo cual no es taxativo, pudiendo 
incorporarse mayores condiciones que beneficien al consumidor.  
 
El art. 77 del RLDC detalla la información que debe contener el documento o 
certificado de garantía a saber:  
 
a) Nombre y dirección exacta del establecimiento comercial. En cuanto a la 
identificación del establecimiento comercial.  La ley no hace referencia al 
número RUC, sin embargo es necesario que se establezcan todos los datos 
pertinentes con el fin de identificar al proveedor.  
  
 
 
b) Nombre y dirección exactos del consumidor. Se establece con el propósito 
de identificar al sujeto consumidor adquirente del bien,  quien tiene derecho a 
los beneficios otorgados en virtud de la garantía.  
c) Descripción precisa del bien objeto de la garantía, con indicación de la marca 
y el número de la serie, si fuera el caso, del modelo, tamaño o capacidad 
material y color predominante.  
d) Fecha de la compra y de la entrega del bien, con indicación del número del 
contrato de compra venta o de la factura respectiva, y de la boleta de entrega, 
si ésta no se hubiese efectuado inmediatamente o si se hubiese realizado fuera 
del establecimiento del proveedor. En esta condición, la fecha de compra y 
fecha de entrega generalmente se reputan como la misma, sin embargo en 
caso de ser diferentes, es decir en caso de que la fecha de compra no coincida 
con la fecha de entrega, ambas deberán consignarse en el documento 
correspondiente y diferenciarse.  
e) Términos de duración de la garantía, se refiere al plazo de subsistencia de la 
garantía. 
f) Condiciones generales para que la garantía se haga efectiva, con 
indicaciones de los riesgos cubiertos y de aquellos que no lo están, refiriéndose 
a las circunstancias en las que es válida la garantía y en las cuales el 
consumidor tiene derecho a los beneficios otorgados por la garantía o en las 
que podría perder estos derechos, se incluyen las condiciones de uso, 
instalación. También significa detallar las áreas del bien que cubre la garantía, 
por ejemplo de una refrigeradora si cubre la garantía la reparación del motor 
por un plazo y el de  las puertas y recipientes por un término diferente. 
g) Lugar donde debe ser presentada la reclamación, esto es con fines de 
identificación en caso de que la persona que venda no es la misma que la que 
se compromete a la reparación (generalmente el fabricante).   
h) Aprobación expresa del proveedor o de su representante autorizado.  
 
2.4.2 Función de la documentación de la garantía 
 
La disposición del carácter obligatorio de la entrega del documento o certificado 
de garantía se ha establecido como un mecanismo a favor de los intereses del 
  
 
 
consumidor, ya que es un instrumento que facilita la realización de los 
derechos que, ante la concurrencia de un vicio le asisten.  
 
Sin embargo, la omisión de  la entrega de este documento no tiene 
consecuencias negativas en perjuicio del adquirente, puesto que la omisión del 
documento no significa la no existencia de  garantía sobre el bien, cuyo 
otorgamiento es obligatorio. En este sentido el artículo 75 del RLDC expresa 
que “El fabricante está obligado a conceder una garantía razonable en relación 
al funcionamiento eficiente del producto que manufactura. Cada intermediario 
en la cadena de comercialización deberá responder de la garantía a su 
respectivo cliente”. Y la parte in fine de este mismo artículo establece: “El 
proveedor no podrá eludir la obligación de conceder la garantía otorgada al 
consumidor, sobre pretexto de delegarla en el intermediario o en el fabricante”, 
teniendo por tanto, todos los intervinientes en la cadena de comercialización 
una  responsabilidad solidaria frente al consumidor dejando la ley a salvo sus 
derechos a reclamos acerca de la garantía.  
 
En este sentido es importante señalar que se requiere que los proveedores 
cumplan con las obligaciones establecidas en la LDC y en el RLDC, sin 
embargo en la práctica se observa que en ocasiones los proveedores no 
entregan el correspondiente certificado de garantía o no cumplen con las 
condiciones de la garantía, lo cual va en contravención a lo establecido en el 
Arto. 77 del RLDC. 
 
La forma documental de la garantía tiene una función exclusivamente 
probatoria según el Consejo General del Poder Judicial & Ministerio de Sanidad 
y Consumo de España (2001),ya que éste constituye un instrumento para 
demostrar que existe una garantía sobre determinado bien.  
 
En este mismo sentido Reyes López (2002) citando a Rubio Garrido expresa: 
¨La forma escrita no se requiere ad substamciam sino ad probationem¨.  
 
Esta misma función probatoria la cumple la factura, dado que el comprador 
demuestra la adquisición del bien a través de la misma. En este sentido, el 
  
 
 
RLDC establece en el art.  15 inciso f) que la presentación de la factura en 
original es uno de los requisitos de la demanda  ya que ésta constituye un 
comprobante de adquisición del bien.  
 
 Si el comprador demuestra la adquisición del bien e indica la fecha de la 
misma, no habría dificultad en determinar el plazo de garantía del bien, ya que 
la misma inicia desde el momento que el bien es adquiridopor el consumidor. 
 
En este sentido, es importante señalar que si bien es cierto que el otorgamiento 
de la garantía es obligatoria, ante la ausencia de un soporte material de la 
misma, la factura constituye un elemento esencial para salvaguardar los 
derechos de consumidores, ya que a través de ella se puede determinar el 
vínculo jurídico entre el proveedor y el consumidor, la cual no puede ser 
omitida, en razón que el otorgamiento de la misma constituye una obligación 
para los proveedores (Artos. 9 in fine de la LDC, 48 RLDC, 61 numeral 5 y 88 
numeral 3 de la Ley de Equidad Fiscal, Ley Nº 453, publicada en la Gaceta Nº 
82 del 6 de mayo de 2003 y Gaceta Nº 31 de mayo de 2005.  
 
Entonces, aunque la documentación cumpla con una función meramente 
probatoria, es necesario cumplir con este requisito, tutelando y beneficiando al 
consumidor ,proveedor,  mercado y  sociedad en general, ya que al cumplir el 
proveedor con las disposiciones de la ley, los consumidores se benefician 
puesto que se garantiza que los productos cumplan con los estándares de 
calidad, que la información sea veraz y precisa, y a su vez  prevalecerá en el 
mercado el empresario que ofrezca las mejores alternativas en cuanto a precio 
y calidad (Orué, 2003). 
 
2.5 Derechos derivados de la garantía sobre bienes duraderos de 
consumo 
 
Es claro que en el ámbito de los derechos de los consumidores se pretende 
garantizar  la adquisición de bienes conformes, por lo que en caso contrario se 
podrá solicitar la reparación, sustitución, devolución y/o rebaja del  precio. 
 
  
 
 
 
 
2.5.1 Reparación, sustitución del bien y devolución o rebaja 
del precio 
 
En ocasione, los bienes no son entregados conforme, por lo que ante un vicio 
en el bien que adquiere, el consumidor tiene derecho a ¨una reparación 
integral, oportuna y adecuada de los daños y perjuicios sufridos y que sean 
responsabilidad del proveedor¨ (art. 12 inc. e) de la LDC).  
 
El art. 28 LDC y 73 del RLDC expresa la obligación del proveedor a garantizar 
el correcto funcionamiento del bien, y el orden de prelación de las obligaciones 
del mismo en caso contrario. En este sentido primero deberá proceder a la 
reparación o reemplazo y únicamente si una de estas dos acciones no se 
puede llevar a cabo procede la devolución del costo del bien o rescisión del 
contrato, toda vez que la cosa objeto del mismo posea defectos disminuyan su 
calidad y posibilidad de uso. 
 
Las opciones que tiene el consumidor, están dispuestas en dicho orden, es 
decir que primero se recurre a la reparación  del bien, cuando  ésta no fuere 
posible entonces se da lugar a la reposición o reemplazo del bien y si esto 
tampoco es posible entonces el consumidor tiene la opción de aceptar el bien a 
un menor precio sin realizar posteriores reclamos, o bien, el consumidor puede 
pedir la resolución del contrato y por consiguiente la devolución completa de la 
suma pagada.  
 
En este sentido el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre de 
España, Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras 
leyes complementarias, en su art. 119 numeral 1 y art. 121 también establece 
esta subsidiariedad de opciones:  
 
¨Si el producto no fuera conforme con el contrato, el consumidor y 
usuario podrá optar entre exigir la reparación o la sustitución del 
  
 
 
producto, salvo que una de estas dos opciones resulte objetivamente 
imposible o desproporcionada¨ (art. 119 numeral 1). 
 
¨La rebaja del precio y la resolución del contrato procederá, a elección 
del consumidor y usuario, cuando éste no pudiera exigir la reparación o 
la sustitución y en los casos en que éstas no se hubieran llevado a cabo 
en plazo razonable o sin mayores inconvenientes para el consumidor y 
usuario. La resolución no procederá cuando la falta de conformidad sea 
de escasa importancia¨ (art. 121).  
 
Esta Ley establece la subsidiariedad de las opciones de reparación, sustitución 
del bien, rebaja del precio y resolución del contrato en caso que el bien no 
revistiese las condiciones óptimas para cumplir con el uso destinado o que no 
presta la calidad que debería prestar, lo cual no implica necesariamente el 
desperfecto total del bien, sino que puede ser que el bien se encuentre en buen 
estado, pero el defecto disminuye su calidad o posibilidad de uso, es decir, 
afectas su idoneidad. 
 
A contrario sensu, la LDC, en caso de faltar  a la idoneidad o disminución en la 
calidad del bien, solamente permite la  rebaja del precio o la resolución del 
contrato. Establece el resto de la subsidiariedad de las opciones (reparación, 
sustitución del bien y resolución del contrato) solamente en caso de que el bien 
se estropee y sea imposible la reparación (arts. 73 y 78 párrafo segundo 
RLDC).Es decir, no contempla la opción de rebaja del precio ante un daño en el 
bien.  
 
La LDC y su Reglamento tampoco permitenproceder con la siguiente opción 
cuando la primera no sea cumplida por el proveedor en un plazo razonable, 
situación en la que es posible causar  muchos  perjuicios al consumidor cuando 
los proveedores se demoran en subsanar el desperfecto del bien, debido a que 
no existe la posibilidad de que el consumidor puede solicitar conforme a 
derecho, que se dé lugar a la devolución de las sumas en caso de no haberse 
llevado a cabo la reparación o sustitución en un plazo razonable. Sin embargo, 
el Dictamen de Ley de la Asamblea Nacional en Nicaragua de la ¨Ley de 
  
 
 
protección a los derechos de los consumidores y usuarios¨, regula mucho mejor 
este aspecto y establece que se proceda a la siguiente opción cuando no se la 
halla brindado solución al consumidor en un plazo razonable, estableciendo 
términosespecíficos. 
 
Así en el art. 59 establece que:  
 
El proveedor queda obligado, a garantizar el correcto funcionamiento del 
bien adquirido y en caso contrario, a efectuar la reparación y entrega del 
mismo en un plazo máximo de 15 días calendario; en caso de no ser 
posible la reparación el proveedor está obligado a reemplazar el bien por 
otro de igual calidad en un plazo máximo de 15 días calendario. 
 
Cuando estas circunstancias no fueren posibles, el proveedor deberá 
proceder a la devolución de las sumas pagadas por el consumidor y/o 
usuario en un plazo máximo de 10 días calendario. 
 
En cuanto a los vehículos  automotores el Art. 60 del Dictamen establece que:  
 
Cuando se trate de equipos o vehículos automotores con tecnología 
avanzada, el término máximo para su reparación será de treinta días 
calendario, o de sesenta días calendario para su reemplazo; de no ser 
posible ninguna de las circunstancias anteriores el proveedor tendrá un 
período máximo de quince días calendario para la devolución de las 
sumas pagadas. 
 
2.5.2 Gratuidad en prestación de los servicios obtenidos en 
virtud de la garantía 
 
Una de las funciones de la garantía es efectuar la reparación o en su defecto, 
el cambio del bien por otro, de forma gratuita, es decir, que el consumidor no 
asumirá costo alguno por dicha reparación, de igual forma en caso de 
sustitución del bien no deberá asumir costo algunopor el cambio del bien; todo 
esto siempre que la garantía se encuentre vigente. De esta forma a través de la 
  
 
 
garantía, se pretendegarantizar el buen funcionamiento del bien y en caso 
contrario  reparar o cambiar el bien sin costo adicional. (Artos. 31 LDC, 70 y 71 
del RLDC).   
 
2.5.3 Plazo razonable para ejecutar el derecho a la garantía 
 
A fin de salvaguardar y hacer efectivo el derecho a la garantía legal el 
legislador ha contemplado plazos para el cumplimiento del mismo, a fin de 
reducir el margen de discrecionalidad de parte de los proveedores al momento 
de cumplir con la obligación contraída producto de la garantía legal. 
 
En este sentido el artículo 78 del RLDC establece un plazo de reparación de 30 
días siguientes a la reclamación, siempre que se esté dentro del periodo de 
vigencia de la garantía, cuando se trate de bienes mecánicos, eléctricos o 
electrónicos, mobiliarios, vehículos de motor y otros bienes de naturaleza 
análoga, a su vez otorga un plazo de seis meses para los bienes de tecnología 
sofisticada. 
 
Por otro lado el art. 70 del RLDC establece que en caso que los servicios de 
reparación o mantenimiento que recaiga sobre vehículos automotores o bienes 
muebles, sea ineficiente, el proveedor  deberá realizar la reparación 
nuevamente en un plazo de 15 días hábiles después de hecho el reclamo. 
 
Para el caso de servicios distintos a los anteriores, la ley establece que deberá 
prestarse el servicio nuevamente en un plazo prudencial, de acuerdo con la 
naturaleza del servicio (Art. 71 RLDC), a tal fin es importante mencionar que se 
requiere que la DDC deberá coadyuvar al cumplimiento de dicho precepto, en 
razón que el término plazo prudencial es subjetivo, dejando a discreción del 
proveedor el cumplimiento de las obligaciones derivadas de las garantías, pero 
supongamos, por ejemplo, el servicio que nos brindan en un restaurante, nos 
llevan un alimento, un pollo asado en mal estado o crudo; por la naturaleza de 
este servicio, se hace necesario y “prudente”, tal como lo señala la ley, que nos 
brinden nuevamente el servicio inmediatamente y de forma gratuita. 
 
  
 
 
 
2.6 Condiciones para que surta efectos la garantía 
 
El reconocimiento y cumplimiento de lo establecido en la garantía de parte del 
proveedor,  son necesarias ciertas condiciones, a saber: 
 
•La garantía tendrá validez cuando se reclame dentro del plazo establecido (art. 
78 RLDC). Este plazo puede ser el establecido por la ley, la cual nos remite a 
los plazos que rigen en el mercado según el art. 74 RLDC, o por el tiempo 
establecido en el certificado de garantía, documento que debe otorgar todo 
proveedor. Si el reclamo se hace fuera de tiempo de garantía el proveedor 
puede rehusar el cumplimiento de la garantía, todo esto de conformidad al art. 
82 RLDC: “Se podrá rehusar el cumplimiento de la garantía cuando el reclamo 
se haga fuera de su término de duración…¨. 
 
•Que el uso del bien adquirido  se haga de acuerdo a las instrucciones del 
producto o los manuales de instrucción. De lo  contrario el proveedor puede 
también rehusar el cumplimiento de la garantía, “Se podrá rehusar el 
cumplimiento de la garantía cuando el reclamo se haga fuera de su término de 
duración, o cuando el uso del bien vendido se haya realizado en forma 
contraria a las instrucciones del producto o los manuales de instrucciones” (art. 
82 RLDC).  
 
Sin embargo, de conformidad al art. 82 RLDC   el proveedor no podrá 
negarseal cumplimiento de la garantía, en caso que los manuales de 
instrucción no hayan sido expresados en idioma español,  pero “el proveedor 
no podrá rehusar el cumplimiento de la garantía ni eximirse de responsabilidad 
extracontractual por daños y perjuicios, invocando uso inadecuado del producto 
por parte del consumidor, salvo que este uso refleje una falta de cuidado o un 
desconocimiento tal que las instrucciones en español no hubiesen prevenido el 
uso inadecuado”. El mal uso y falta  de cuidado del bien por parte del 
consumidor habrá que demostrarse por en el período probatorio por el 
empresario (Art. 24 inc. d.  LDC).   
 
  
 
 
•Es exigible siempre que el defecto del producto se deba a causas imputables 
al proveedor, (Artículo 72 del RLDC). 
 
Entonces, primero es necesario que exista un defecto en el producto, y 
segundo, que éste defecto se deba a causas imputables al proveedor. 
 
Entiéndase defecto del producto el que éste tuviera antes de su uso, es decir, 
previo al contrato, o durante su uso, siempre que el defecto no sea atribuible al 
mal uso del objeto  por parte del consumidor, pues no puede recaer en el 
consumidor la responsabilidad de un defecto anterior a su uso o durante el 
buen uso del bien durante la vigencia de la garantía, o durante un tiempo corto 
de uso por parte del consumidor,  sino que recae en los proveedores garantizar 
el buen funcionamiento del bien que proveen. 
 
En cuanto ala conceptualización de producto defectuoso, el Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de España, contiene un concepto legal de producto 
defectuoso en el artículo 137 nº 1-3 y establece lo siguiente: 
 
Se entenderá por producto defectuoso aquél que no ofrezca la seguridad 
que cabría legítimamente esperar, teniendo en cuenta todas las 
circunstancias y, especialmente, su presentación, el uso razonablemente 
previsible del mismo y el momento de su puesta en circulación. 
 
2. En todo caso, un producto es defectuoso si no ofrece la seguridad 
normalmente ofrecida por los demás ejemplares de la misma serie. 
3. Un producto no podrá ser considerado defectuoso por el solo hecho 
de que tal producto se ponga posteriormente en circulación de forma 
más perfeccionada. 
 
Se consideran como causas imputables al proveedor los defectos de fábrica y 
todos los que no sean atribuibles al consumidor.   
 
En cuanto a causas imputables al proveedor la DDC ha expresado que si el 
proveedor  no brinda las instrucciones o la información sobre el correcto uso 
  
 
 
del bien, lo cual es diferente a brindarlas en un idioma distinto  al español, 
(supuesto regulado ene l art. 82 RLDC), el uso inadecuado del mismo por parte 
del consumidor es también una causa imputable al proveedor. Por lo tanto el 
consumidor puede reclamar los beneficios otorgados por la ley en virtud de la 
garantía. (Quinto Considerando, Resol. Ad. MIFIC- DDC. 20 de sept. de 2010, 
a las 10:12 am).  
 
2.7 Plazos  para reclamar la garantía 
 
El consumidor adquirente de un bien duradero de consumo se encuentra 
protegido respecto a la adquisición realizada en virtud de la Ley y/o del 
certificado de garantía, sin embargo existe un plazo para hacer efectiva dicha 
tutela. 
 
En cuanto al tiempo del que dispone el consumidor para presentarse a 
reclamar los derechos obtenidos por la garantía, éste puede hacerlo en 
cualquier momento mientras dure el plazo de la garantía determinado, de 
acuerdo con el artículo 78 RLDC: 
 
Si dentro del período de garantía estipulado… éstos no funcionaran 
adecuadamente, o no pudiesen ser usados normalmente, por defecto del 
producto o causa imputable al fabricante, importador o proveedor, este último 
estará obligado a la reparación de dichos bienes o a su reemplazo…. 
 
El período de garantía estipulado se refiere al plazo que acuerden las partes en 
el contrato o factura de compra o certificado de garantía, el cual puede ser 
mayor pero nunca menor al establecido por la Ley (garantía comercial).  
 
En defecto del plazo establecido por las partes, rige el plazo legal (garantía 
legal) determinado en el art. 74 RLDC, el cual establece que: ¨El período de 
garantía estará condicionado por la práctica del mercado, sin embargo el 
proveedor y los intermediarios estarán obligados a proporcionar al consumidor 
los términos de garantías mínimas que ellos reciban del fabricante¨. 
 
  
 
 
Es decir que no se encuentra un plazo fijo determinado por ley para todos los 
bienes, sino que se establece como término mínimo el plazo que rige según la 
práctica comercial para cada tipo de bienes, a diferencia de otras legislaciones 
como la de España o de Argentina.  
 
Actualmente en Nicaragua, el plazo de garantía básica o legal para los bienes 
duraderos de consumo nuevos, como lavadoras, televisores, computadoras, 
etc., según la práctica comercial es de un año. Sin embargo en cuanto al plazo 
de garantía de los vehículos automotor la ley sí establece un  plazo definido, es 
decir, no se rige según la práctica comercial, aunque ésta otorga el mismo 
plazo.  
 
Así, el RLDC establece que los proveedores de vehículos de motor nuevos 
están obligados a extender una garantía mínima de dos años o cincuenta mil 
(50,000) kilómetros, lo que ocurra primero. (Art. 79 RLDC).  
 
En el caso de los vehículos de motor usados, la garantía mínima será de tres 
meses o diez mil (10,000) kilómetros, la circunstancia que ocurra primero (art. 
79 in fine RLDC). En este caso, cabe señalar que el Dictamen de Proyecto de 
Ley de la Asamblea Nacional en Nicaragua de la ¨Ley de protección a los 
derechos de los consumidores y usuarios¨ establece en el art. 57que para los 
vehículos automotores usados el plazo mínimo de garantía es de 6 meses, ¨En 
el caso de los vehículos automotores usados, la garantía mínima a que se 
refiere el párrafo anterior, será de seis meses o diez mil (10,000) Kilómetros, la 
circunstancia que ocurra primero, estando obligados los proveedores a 
garantizar el funcionamiento integral del vehículo¨.  
´ 
Este Dictamen también establece en el art. 57 in fine que ¨En el caso de los 
demás vehículos automotores la garantía mínima de estos se regirá por la 
práctica del mercado¨, sin embargo no hace una diferenciación entre los 
distintos tipos de vehículos automotores.  
 
Por lo anterior, se puede mencionar que el periodo de todos los vehículos 
automotores, se rigen conformidad con lo establecido en el artículo 79 RLDC,  
  
 
 
sin perjuicio de lo establecido por la práctica comercial cuando los plazos de 
garantía fueren más favorables al consumidor, en cuyo caso será obligatorio 
para el proveedor cumplir con dicho término.  
 
En Argentina la Ley de Defensa del Consumidor (1993) en su art. 11 párrafo 2º 
expresa que ¨La garantía legal tendrá vigencia por tres (3) meses cuando se 
trate de bienes muebles usados y por seis (6) meses en los demás casos a 
partir de la entrega, pudiendo las partes convenir un plazo mayor¨. 
 
En España el Real Decreto Legislativo 1/2007, en su artículo 123 nº 1) 
establece un plazo de 2 y 1 año de garantía para los bienes nuevos y usados, 
respectivamente: ¨El vendedor responde de las faltas de conformidad que se 
manifiesten en un plazo de dos años desde la entrega. En los productos de 
segunda mano, el vendedor y el consumidor y usuario podrán pactar un plazo 
menor, que no podrá ser inferior a un año desde la entrega¨.  
 
Es decir, que en estas legislaciones sí se expresa un plazo mínimo de la 
garantía, determinado numéricamente; sin embargo, en cuanto a la legislación 
nicaragüense, no es considerable que se establezca un plazo así determinado 
al igual que en estas legislaciones, puesto que según la naturaleza del bien 
estos pueden requerir un plazo mayor o menor que el establecido legalmentey 
en caso de requerir el bien un término menor de garantía se estará 
perjudicando al empresario proveedor, si bien las leyes de consumo tienden a 
proteger al consumidor, no por ello se debe dejar de lado las consideraciones 
respecto a la afectación de las mismas en el mercado.  
 
Por otro lado, en caso de requerir el bien un término mayor, se estará 
afectando al consumidor,  por lo cual, lo más aconsejable es que este plazo 
mínimo de garantía se rija según los usos o práctica comercial, el cual debido a 
la competencia entre empresarios, se espera que funcione cada vez en 
mejores condiciones y ofertas a los consumidores.  
 
Si bien las partes pueden establecer  un plazo mayor que el establecido por 
estas leyes, esto significa un desplazamiento patrimonial mayor por parte del 
  
 
 
consumidor para adquirir dicha garantía y la misma vendría a ser una garantía 
comercial y ya no la legal establecida por ley.  
 
Por lo que es posible expresar que por la imposibilidad o el arduo trabajo que 
significa el determinar un plazo legal para cada bien, lo más recomendable es 
que éste se regule según la práctica comercial, tal como lo establece el  RLDC.  
 
En el caso de la legislación nicaragüense, el plazo de vigencia de la garantía 
comienza a partir de la recepción del bien por parte del consumidor, cuando se 
supone que el bien empieza a estar en uso. Se considera la fecha de recepción 
la que consta en la factura de adquisición,  aunque puede probarse una fecha 
de recepción distinta.  
 
Así, mientras esté vigente la garantía el consumidor puede presentarse a 
reclamar los derechos que le asisten en virtud de la ley y del certificado de 
garantía. 
 
2.8Obligaciones del proveedor 
 
En las relaciones consumidor - proveedor, este últimoadquiere obligaciones 
antes de la contratación y entrega del bien como posterior a ésta. 
 
Así, el Proveedor (sujetos intervinientes en la cadena de la comercialización)  
está obligado a la entrega del bien conforme a lo pactado u ofertado. De 
conformidad al art. 73 RLDC antes y después  de realizar la entrega del bien, el 
proveedor está obligado a garantizar el correcto funcionamiento del mismo. 
 
Una vez realizada la compraventa del bien, el proveedor además de estar 
obligado a la reparación o sustitución del bien, o  a la devolución de las sumas 
pagadasen virtud de la garantía, el proveedor está obligado frente al 
consumidor mantener los repuestos suficientes para efectuar la reparación del 
bien. A esto se le llama también servicio de post venta o servicio técnico.  
 
 
  
 
 
2.8.1 El servicio técnico o servicio de post  venta 
 
El servicio de post venta o servicio técnico es un servicio a que está obligado el 
proveedor a prestar, ya sea fuera del plazo de garantía y dentro de él. Este 
servicio incluye el servicio de reparación y el mantenimiento de los repuestos y 
accesorios necesarios para dar reparación de bienes; Botana García (1999)ha 
expresado que con ello se pretende prolongar la protección del consumidor 
más allá de las consecuencias inmediatas del contrato celebrado.  
 
El art. 12 de la Ley de Defensa del consumidor de Argentina,el servicio técnico 
se refiere a que: ¨Los fabricantes, importadores y vendedores de las cosas 
mencionadas en el artículo anterior, deben asegurar un servicio técnico 
adecuado y el suministro de partes y repuestos¨. 
 
Cabe señalar que este servicio es obligatorio para los proveedores, en virtud 
del artículo 10 de LDC, el cual establece que ¨Los representantes, 
distribuidores o expendedores de determinada marca de bienes, están 
obligados a mantener la necesaria cantidad de repuestos que garanticen 
plenamente la reparación del bien objeto de la representación, distribución o 
expendio, en caso de deterioro del mismo¨.  
 
Esto viene a asegurar el derecho a la reparación del bien al consumidor, sobre 
todo durante  el período de la garantía, puesto que el proveedor no puede 
alegar la inexistencia de repuestos como excusa para no dar reparación al bien 
objeto de la garantía, obligándose a mantener los repuestos necesarios para 
hacer efectiva la reparación, la cual debe ser  un servicio de reparación 
completo y de calidad, con los instrumentos, recursos y  el personal capacitado 
para dar cumplimiento a la efectiva reparación.  
 
El problema que plantea esta disposición es en cuanto al plazo durante el cual 
deben mantener los proveedores los repuestos necesarios, ya que debido a la 
globalización y constantes innovaciones de bienes, es necesario que la ley 
contenga un plazo mínimo señalado que permita por un lado, la existencia de 
repuestos suficientes de bienes en el mercado y por otro, que no perjudique el 
  
 
 
tráfico de bienes al empresario al tener éste que mantener una cantidad 
innecesaria de repuestos en desuso.  
 
En cuanto a esto, el Decreto 1/2007 de España en su art. 127 numeral 1, 
establece la existencia de repuestos durante un plazo de 5 años: ¨En los 
productos de naturaleza duradera, el consumidor y usuario tendrá derecho a un 
adecuado servicio técnico y a la existencia de repuestos durante el plazo 
mínimo de cinco años a partir de la fecha en que el producto deje de 
fabricarse¨.  
 
En este mismo sentido el Dictamen Proyecto de Ley de la Asamblea Nacional 
en Nicaragua de la ¨Ley de protección a los derechos de los consumidores y 
usuarios” también acoge este precepto en el art. 63 y expresa que ¨El 
proveedor deberá garantizar el suministro de dichos repuestos, durante un 
período no menor de 5 años, a partir de la fecha de adquisición del bien¨.  
 
A pesar de esta disposición, cabe destacar que el plazo de 5 años es 
insuficiente, ya que según las características y diseños existen productos cuya 
vida útil es mayor de 5 años, por lo que sería conveniente dejar abierta la 
posibilidad de establecerlo de acuerdo a la naturaleza y utilidad del bien, 
estableciendo que dicho plazo es el mínimo, por lo que las partes podrán 
pactar un plazo mayor.  
 
Esta posibilidad existe al pactar una garantía comercial, por medio de la cual el 
proveedor puede obligarse a mantener un servicio técnico adecuado y los 
repuestos suficientes por un periodo mayor al establecido legalmente. En este 
sentido el artículo 5° de la Ley N° 18.223 de Chile, ley que fue derogada por la 
ley no. 19.496 sobre protección de los consumidores, excepto en los artículos 
5º y 13º expresa: ¨El que al vender un bien se comprometiere a proporcionar 
servicio técnico  e, injustificadamente, no prestare el servicio o no vendiere los 
repuestos dentro del plazo ofrecido, será sancionado con multa de cinco a 
cincuenta unidades tributarias mensuales¨.  
 
  
 
 
Cabe destacar que el decreto-ley de España también regula aspectos 
relevantes del servicio de post venta. En el art. 127 numeral 2 expresando:  
 
Queda prohibido incrementar los precios de los repuestos al aplicarlos 
en las reparaciones y cargar pormano de obra, traslado o visita 
cantidades superiores alos costes medios estimados en cada sector, 
debiendo diferenciarse en la factura los distintos conceptos. La lista de 
precios de los repuestos deberá estar a disposición del público.  
 
El incremento de los precios  es una situación que se presenta en la práctica, 
sobre todo en los servicios de mantenimiento, en el que se cobran costos muy 
elevados a los consumidores, por lo que contener en la LDC una disposición 
similar sería muy favorablea los intereses de los consumidores en Nicaragua.  
 
2.9 Responsabilidad judicial del proveedor 
 
El proveedor además de cumplir con las obligaciones a que se obliga en virtud 
de la LDC y su Reglamento, también es responsable judicialmente (civil y 
penalmente), ante el incumplimiento contractual, en casos de causar daños 
más allá del producido en el bien objeto del contrato.  
 
2.9.1 Responsabilidad civil 
 
La responsabilidad según Aguila Grados y Capcha Vera citados por Campos 
Valerio (2010) ¨está referida al aspecto fundamental de indemnizar los daños 
ocasionados a la vida de relación de  los particulares¨. De tal forma, que es 
necesaria  la existencia de un daño, sin el cual  no hay responsabilidad. 
 
Para que haya responsabilidad civil es necesaria la concurrencia de los 
siguientes elementos: acción u omisión, antijuridicidad, culpabilidad -que a su 
vez puede ser originada por dolo (intención), o culpa(negligencia),producción 
de daño o perjuicio a tercero y nexo causal entre acción y daño. Cabe destacar 
que ¨el resarcimiento del daño se produce cualquiera que sea la forma de 
culpabilidad que haya concurrido¨ (Orozco Gadea, 2010, p. 113). 
  
 
 
 
La LDC en el artículo 27 establece los casos en que el proveedor incurre en 
responsabilidad civil:  
 
Venta de bienes y servicios atribuyéndoles características o cualidades 
distintas de las que realmente tiene; 
 
b) Falta de cumplimiento con las condiciones de la oferta, promoción o 
propaganda; 
 
c) Venta de bienes usados o reconstruidos, como si fueran nuevos; 
 
d) Promoción de bienes y servicios con base a declaraciones falsas, 
concernientes a desventajas o riesgos de la competencia; 
 
e) Ofrecer garantías sin estar en capacidad de darlas. 
 
Además de las causas de responsabilidad civil señaladas, el proveedor de un 
producto defectuoso es responsable tanto de los daños en el producto, como 
de aquellos ocasionados a las personas por los defectos del mismo, lo cual 
incluye además de la reparación del bien  la indemnización de los daños y 
perjuicios. En este sentido el Art. 7 de la LDC expresa que todo producto o 
servicio que implique riesgo para la salud o seguridad del consumidor deberá 
ser informado al momento de la adquisición del mismo y en caso contrario el 
responsable, en este caso el proveedor, deberá responder civil o penalmente. 
 
Cabe destacar que cuando en las cláusulas de un contrato se establezca la 
exoneración del proveedor de su responsabilidad civil, la misma no produce  
ningún efecto, salvo que el consumidor caiga en incumplimiento del contrato. 
(Art. 24 LDC).  Por lo que el consumidor no puede renunciar al derecho a 
reclamar en virtud de la responsabilidad civil, ya que de lo contrario se tendrá 
por no puesto.  
 
  
 
 
Los daños y perjuicios, como se mencionó anteriormente, sólo pueden ser 
reclamados, en la vía judicial, la cual está prevista en el Código Civil, 
responsabilidad contractual y extracontractual en base a las cuales se 
reclaman los daños y perjuicios.  
 
La responsabilidad contractual se da ¨cuando las partes incumplen o cumplen 
defectuosamente las cláusulas derivadas de un convenio¨ Orozco Gadea 
(2010, p. 110). La responsabilidad extracontractual se genera cuando los daños 
son causados fuera de la existencia de un vínculo obligacional, por lo cual, en 
el ámbito de los derechos del consumidor esta última no se aplica.  
 
En este sentido, ante la existencia de  un daño ocasionado por defecto de los 
bienes, incumplimiento de la garantía o cumplimiento tardío de la misma, el 
proveedor incurreen responsabilidad civil contractual, en vista de la existencia 
de un contrato de compraventa previo por el que se adquiere un bien cuyo 
funcionamiento es nulo o defectuoso, lo cual causa ocasiona daños y 
perjuicios.  
 
Así, el Código Civil establece en elart. 1860: ¨Quedan sujetos a la 
indemnización de los daños y perjuicios causados, los que en el cumplimiento 
de sus obligaciones incurren en dolo, negligencia o morosidad, y los que de 
cualquier modo contravinieren el tenor de aquellas¨.  
 
La indemnización por daños y perjuicios va más allá de las pérdidas, 
incluyendo las ganancias, en este sentido el Código Civil establece en el art. 
1865: ¨ la indemnización de daños y perjuicios comprende no sólo el valor de la 
pérdida que haya sufrido, sino también el de la ganancia que haya dejado de 
obtener el acreedor...¨, por lo que comprende el daño emergente y el lucro 
cesante. 
 
Así, de acuerdo con Campos Valerio (2011) es posible identificar tres tipos de 
daño: patrimonial, moral y corporal.  
 
  
 
 
En este sentido, Yzquierdo Tolsada citado por Campos Valerio (2011)  expresa 
que: 
 
Habrá daño patrimonial cuando recae en la esfera de los bienes y 
derechos que integran al patrimonio, el daño corporal ocurre como 
resultado del atentado a la integridad física y psíquica y por último existe 
daño moral cuando estos se producen en la esfera espiritual de la 
persona como es el caso del honor o la intimidad (p. 16).  
 
Todos estos tipos de daño pueden ser reclamados por los consumidores, 
dependiendo de la afectación causada. El daño moral implica una reducción del 
nivel de las aptitudes personales e íntimas, que ni el dinero, ni bienes 
intercambiables por este, pueden reparar, constituyendo un sistema 
compensatorio y no lucrativo.Por ejemplo, a causa de un desperfecto de fábrica 
del auto móvil (no contiene bolsas de aire) de X; quién es modelo de la marca 
Cover Girl sufre una lesión que le deja una cicatriz permanente en el párpado 
derecho, por lo que Xpuede reclamar daño moral causado por la negligencia 
del fabricante.  
 
2.9.2 Responsabilidad Penal 
 
La responsabilidad penal significa la sujeción de una persona a las penas que 
impone la ley en vista de haber realizado actos considerados  como ilícitos 
según el ordenamiento jurídico vigente de la materia en mención. En otras 
palabras una persona que ha cometido un delito o conducta típica, antijurídica y 
culpable es responsable de acuerdo con las penas establecidas en el Código 
Penal.  
 
Así, el Código Penal regula los delitos contra la libre competencia y los 
derechos de los consumidores.  En este sentido los proveedores son 
responsables penalmente si realizan cualquiera de las conductas tipificadas o 
establecidas como delito. 
 
  
 
 
De esta forma, los proveedores son responsables penalmente por: Publicidad 
engañosa (272 Pn), estafa(art. 229 Pn), apropiación y retención  indebida (art. 
238 Pn).  
 
De acuerdo con el Pn el delito de publicidad engañosa, consiste en la 
realización de afirmaciones engañosas respecto de las características, 
condiciones de oferta de los productos, en fin, a cualquier información respecto 
a los productos que se publique y que sea capaz de inducir a error al 
consumidor o perjudicar a un competidor.  
 
El art. 229 Pn y 19 LDC regulan el delito de estafa, el cual es definido como la  
distribución de información falsa con el fin de mantener en error a la persona a 
quien va dirigida la información.  
 
Es así que si bien es cierto que el Pn tipifica conductas dolosas de los 
proveedores, es necesario mencionar que dentro de dicho ámbito cabe a su 
vez la responsabilidad por acciones culposas que se deriven de la 
inconformidad de los bienes duraderos de consumo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
CAPITULO III. RÉGIMEN JURÍDICO PROCESAL DE GARANTÍA SOBRE 
BIENES DURADEROS DE CONSUMO 
 
 
  
El ámbito jurídico procesal está compuesto por las normas de procedimiento, 
que contienen las pautas a seguir para hacer efectivos los derechos 
establecidos en las leyes sustantivas. El adecuado procedimiento es el nexo 
elemental que debe existir entre la normativa tuitiva y los órganos encargados 
de su aplicación.  
 
En caso que el proveedor incumpla con la garantía que recae sobre bienes de 
naturaleza duradera y por ende lesione los derechos de los consumidores, 
éstepodrá activar la víaestablecida ante el ente regulador, en su caso; La DDC 
y  los tribunales comunes, según lo considere conveniente, para lo cual no es 
requisito el agotamiento de la vía administrativa (Art. 66 inciso c) RLDC). 
 
Cabe señalar que las instancias referidas en dicho artículo están disponibles en 
dicho orden jerárquico, es decir no se puede acceder a ellas en el orden que el 
consumidor considere conveniente, con excepción de los tribunales comunes. 
 
En cuanto a reclamos relacionados con la adquisición de bienes duraderos de 
consumo, no hay un ente regulador, por lo que se omite esta instancia en el 
proceso de reclamación. 
 
La garantía como medio para asegurar el buen funcionamiento de los bienes, 
es implícita, es decir, es una condición obligatoria incluida o afirmada  
tácitamente por  el proveedor ya que la misma constituye una obligación 
derivada del art. 72 del RLDC. 
 
  
3.1 Ámbito privado 
 
Previo al reclamo ante la DDC, instancia administrativa encargada de conocer y 
resolver los mismos; es necesario agotar el procedimiento ante el proveedor. 
 
El consumidor puede presentarse ante el proveedor y ante la DDC durante el 
tiempo de garantía, pero de previo a presentar su reclamo ante la DDC tiene 
que agotar la vía ante el proveedor, el cual tendrá un plazo de diez días para 
responder al reclamo presentado, de conformidad con el artículo 32 LDC.  
 
El proveedor dispondrá de dicho plazo para pronunciarse sobre la procedencia 
o no del reclamo, es decir para esclarecer si es procedente el reclamo respecto 
del bien presentado. Una vez aceptado el bien y que se le dé ha lugar al 
reclamo, el plazo para resolver es establecido según la naturaleza del bien; en 
el caso de los bienes de naturaleza duradera, el plazo para reparar el bien es 
de 30 días a partir de  la presentación del reclamo;  es de 6 meses cuando se 
trate de vehículos de motor o equipos de tecnología sofisticada,  todo de 
conformidad al art. 78 RLDC.  
 
Así,  el art. 78 RLDC establece lo siguiente:  
 
Si dentro del período de garantía estipulado para equipos o productos 
mecánicos, eléctricos, electromecánicos, electrónicos, mobiliarios, 
vehículos de motor y otros bienes de naturaleza análoga, éstos no 
funcionaran adecuadamente, o no pudiesen ser usados normalmente, 
por defecto del producto o causa imputable al fabricante, importador o 
proveedor, este último estará obligado a la reparación de dichos bienes 
o a su reemplazo, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que 
se presente la respectiva reclamación. 
 
Continúa el mismo artículo expresando en el último párrafo que¨ cuando se 
trate de vehículos de motor o equipos de tecnología sofisticada, el término para 
su reparación o reemplazo será  hasta seis (6) meses…¨.  
 
  
 
 
Por lo que, si el proveedor no le dio respuesta al reclamo o lo hizo de forma 
insatisfactoria a los intereses del consumidor, éste podrá presentarse ante la 
DDC a interponer su reclamo, a fin de hacer valer su derecho, todo de acuerdo 
al procedimiento administrativo establecido en el RLDC, según el art. 33 LDC. 
 
En caso que presentare el reclamo ante la DDC, sin haber agotado la vía ante 
el proveedor, la DDC previo a la recepción del  reclamo remitirá una solicitud al 
proveedor para que éste le dé curso al reclamo en sus instalaciones y reciba el 
bien para su revisión y oportuna solución, en caso de la procedencia del 
mismo.  
 
3.1.1 Proveedor responsable 
 
En aras de ampliar el ámbito de protección de los consumidores el 
ordenamiento jurídico responsabiliza por los productos defectuosos a todos los 
miembros de la cadena productiva e incluso a quiénes venden bien, a este fin 
el art. 75 RLDC primer párrafo expresa ¨cada intermediario en la cadena de 
comercialización deberá responder de la garantía a su respectivo cliente¨. Por 
lo tanto, el consumidor  puede interponer su reclamo ante el proveedor, es 
decir, ante el expendedor directo de quien adquirió el bien. En este mismo 
sentido se expresa el artículo 29 LDC: ¨Los consumidores deberán realizar 
directamente ante el expendedor… sin perjuicio de que posteriormente se 
determine si las responsabilidades deben correr a cargo del importador, 
distribuidor o fabricante¨. 
 
Por otro lado, el consumidor podrá interponer el reclamo indistinta y 
directamente ante el fabricante, distribuidor del bien, etc. (art. 75 2º párrafo 
RLDC), aunque en la práctica comercial muchas veces el consumidor presenta 
el reclamo ante el proveedor de quien adquirió el bien y éste último  es quien 
traslada el bien a las instalaciones del distribuidor local en el país, o en su 
caso, canaliza el reclamo con los proveedores y/o fabricantes  que se 
encuentran domiciliados fuera del país. 
 
 
  
 
 
De conformidad a lo establecido en el art. 75 RLDC párrafo 2º del RLDC el 
proveedor de la cadena productiva que el consumidor eligiera para hacer el 
reclamo deberá responder por la garantía, es decir que el consumidor está en 
total libertad de escoger ante cuál de los proveedores responsables quiere 
realizar su reclamo y hacer efectiva la garantía.  
 
Cabe señalar que el proveedor  no puede eludir la obligación de cumplir con la 
garantía sobre pretexto de delegarla en los demás proveedores responsables, 
en este sentido el art. 75 in fine RLDC el cual establece que: ¨El proveedor no 
podrá eludir la obligación de conceder la garantía otorgada al consumidor, 
sobre pretexto de delegarla en el intermediario o en el fabricante¨.  
 
3.1.2 Forma de interponer el reclamo 
 
La LDC no establece la forma de interponer el reclamo ante el proveedor, sin 
embargo, es muy usual que los consumidores afectados en la adquisición de 
sus bienes presenten sus reclamos de forma verbal ante el mismo. Es posible 
hacer la reclamación verbalmente, sin embargo, al momento de presentar la 
respectiva reclamación ante las demás instancias administrativas y/o judiciales 
no habría una prueba contundente que demuestre que se realizó el reclamo 
previamente en una fecha determinada. 
 
En este sentido, la fecha es importante debido a la contabilización del término 
de duración de la garantía, puesto que este término se suspende al momento 
de presentar reclamos, con lo cual se evita que el consumidor pierda el 
derecho a reclamar por el transcurso del tiempo que dispone para hacer 
efectivos los derechos de la garantía. 
 
 Por ejemplo,  supóngase el caso en que se presente un reclamo verbal ante 
un proveedor, el cual `recepciona´ el reclamo, sin embargo no le da solución, 
luego el consumidor transcurrido tres meses, procede a demandar al proveedor 
ante la DDC; debido a la falta de respuesta del mismo. En la contestación de la 
demanda el proveedor alega que el consumidor ha perdido su derecho a 
reclamar puesto que el plazo de garantía se ha agotado, entonces, no existe 
  
 
 
para el consumidor  la manera de demostrar que presentó el reclamo en 
tiempo, dado que no tiene constancias del reclamo ante el mismo, todo esto 
suponiendo también que al momento de realizar el reclamo ante el proveedor, 
éste no le recepcionó el bien. 
 
Por lo antes expuesto, es recomendable hacer los reclamos ante los 
proveedores de forma escrita, y que se obtenga a su vez la firma de persona 
autorizada por el proveedor en documento en el cual  conste que se presentó el 
reclamo ante sus instalaciones.  
 
En caso de que el proveedor recepcione el bien,  es conveniente que se solicite 
una constancia que exprese que el bien se encuentra en las instalaciones del 
proveedor para darle reparación o solución al problema que el mismo presente, 
para que así haya constancia de los reclamos presentados debido a todos los 
efectos que esto puede tener a la hora de reclamar ante la DDC.  
 
3.2 Ámbito administrativo 
 
La vía administrativa la constituyen los órganos de la administración pública 
designados  mediante ley. En este caso la tutela  de los derechos de los 
consumidores se designó mediante la LDC a la DDC que es la Dirección 
adscrita al Ministerio de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC), encargada de 
conocer y resolver las demandas y denuncias que interpongan los 
consumidores en contra de los proveedores (art. 6 inc. d.  y art.14 del RLDC). 
 
 
3.2.1 Procedimiento del reclamo 
 
El procedimiento para el reclamo o acción por instancia de parte es el 
establecido en el Capítulo IV del RLDC, el cual procede una vez hecho el 
reclamo ante el proveedor y sin obtener el consumidor una respuesta 
satisfactoria o solución  oportuna a su reclamo.  
 
  
 
 
Una vez interpuesto el reclamo, la DDC, quien iniciará la investigación e 
instrucción del expediente (art. 14 RLDC). Cabe destacar que en caso de 
infracción a la LDC, la DDC también puede proceder a la investigación 
respectiva e instrucción del expediente de oficio.  
 
La demanda o reclamo deberá interponerse cumpliendo con todos los 
requisitos establecidos en el art. 15 del RLDC, el cual establece formalidades 
mínimas, sin embargo, en caso de omisión de uno de los requisitos el proceso 
se suspende, mandándose a subsanar las omisiones (art. 16 RLDC),  por lo 
cual es ineludible verificar que se plantea la demanda cumpliendo con cada 
una de las exigencias establecidas en el RLDC. 
 
3.2.1.1 Formalidad del reclamo 
 
Con el fin de simplificar la interposición de los reclamos, el RLDC es muy 
flexible en cuanto a la forma de interponerlos en la vía administrativa, para 
evitar a los consumidores confusiones y estipulaciones incomprensibles o 
difíciles de cumplir. 
 
Así, la demanda ante la DDC podrá ser verbal o escrita. Es decir puede 
interponerse de forma persona y verbal, por lo que en dicha instancia se  
diseñara la estructura de la denuncia  por escrito para abrir el expediente; o 
bien es permitido llevarla por escrito.  
 
Respecto a la redacción el RLDC no establecen mayores formalidades, es 
decir, no se requiere su redacción en papel sellado tampoco se prohíbe la 
escritura a mano. Esto es así porque la referida norma está diseñada para que 
el consumidor afectado en sus derechos pueda interponer reclamos de esta 
índole sin necesidad de  un representante o abogado para evitar al consumidor 
incurrir en más gastos o que no se presente a reclamar por las limitaciones 
económicas y demás que se presentan cuando se requiere de un abogado.  
 
  
 
 
Sin embargo, en cuanto a la redacción, se sugiere que se redacte lo más 
legible posible para que haya claridad en el funcionario encargado de resolver 
acerca de lo que pide el consumidor.  
 
3.2.1.2 Requisitos de la demanda 
 
Si bien no se requiere de más formalidades en la presentación de la demanda 
o reclamo, de conformidad al Art. 15 RLDC está deberá cumplir con los 
siguientes requisitos, a saber: 
 
El nombre y generales del demandante o denunciante. Se refiere a los datos de 
identificación del consumidor afectado o su representante debidamente 
autorizado, esto último en el caso de las personas jurídicas o en caso de 
tratarse de Asociaciones de Consumidores o cualquiera que actúe como 
representante del consumidor). Las personas jurídicas siempre deberán 
identificar a su representante, debiendo para ello adjuntar poder que le autoriza 
a actuar en nombre del consumidor. 
 
El nombre y dirección exacta del establecimiento demandado, se refiere a los 
datos de identificación del proveedor de quien se obtuvo el bien o de cualquiera 
de los proveedores responsables.  
 
La exposición clara y precisa de los hechos en que se funda, es decir, el relato 
de los hechos relevantes que originaron el daño y que dan lugar a la demanda.  
 
La especificación de lo que se pide o reclama, determinado con la mayor 
precisión posible, se refiere al planteamiento detallado de  lo que se desea 
obtener con el reclamo. Por ejemplo, la reparación del bien, la sustitución del 
bien  o la devolución de las sumas pagadas, esta última opción se puede pedir 
siempre que,  antes se hayan dado sucesivamente y en ese orden la 
reparación y la sustitución del bien, en los casos en que sean estos posibles, 
tal como se aclara en el segundo capítulo de este trabajo.  
 
  
 
 
La indicación del lugar y  fecha en que se plantea, es decir el lugar 
(departamento, municipio dentro del país) y la fecha en que se procede a 
reclamar.  
 
Presentación en original de la factura o comprobante de adquisición del bien o 
servicio, la que una vez razonada le será devuelta al demandante.  
La firma del demandante o de la persona que firma a su ruego, si no sabe o no 
puede firmar. 
 
Una vez presentado el reclamo ante la DDC  cumpliendo con los requisitos 
señalados en el RLDC, se recepciona el reclamo, se abre el expediente,  y la 
DDC procede a notificar mediante cédula de notificación a la parte contraria en 
un plazo de 24 horas de conformidad (art. 16 RLDC).  
 
El demandante dispone de 48 horas, para contestar la demanda interpuesta en 
su contra y asistir al Trámite Conciliatorio (art. 17RLDC). En caso de que el 
demandado o denunciado no conteste la demanda o no comparezca a la 
conciliación, se le notificará por segunda vez en el mismo plazo y forma antes 
señalados. ¨En caso de que no comparezca ni conteste la segunda citación, se 
le tendrá por confeso y se dictará la resolución que corresponda¨ (art. 20 
RLDC). 
 
La conciliación es la intervención de un tercero entre un conflicto de partes 
contrarias, con el objeto de inducirlos a una solución pacífica. El trámite 
conciliatorio, es un Método Alterno de Resolución de Conflictos (MARC) que 
como tal provee de muchas ventajas al sistema legal, ya que se procura 
además de la solución pacifica, las buenas relaciones entre los ciudadanos,  la 
economía procesal, agilización del proceso y la pronta solución de la 
controversia. 
 
De acuerdo con Matuz Roa (1998), se estima como un procedimiento 
parajudicial, fomentado por el Estado; una actuación preliminar, con la que se 
pretende evitar el proceso, llegando por su medio a una composición amistosa 
de la litis en proyecto.  
  
 
 
 
Así, se establece este mecanismo de solución de conflictos en la Ley No. 540 
"Ley de Mediación y Arbitraje",  publicada en la Gaceta No. 122 del 24 de Junio 
del 2005, cuya jurisdicción es voluntaria, de modo que las partes son libres de 
disponer si llegan o no a un arreglo y en la que el juez, en este caso el 
funcionario de la DDC, no tiene poder de decisión o de coerción sobre las 
partes.  
 
En el caso de la LDC, se establece la conciliación de forma voluntaria en 
cuanto a la comparecencia de las partes y a la decisión de las mismas respecto 
al asunto en litigio, por lo que el demandado tiene la opción de contestar la 
demanda o asistir al trámite conciliatorio, o ambas cosas.  
 
Si las partes concurren al trámite conciliatorio y llegan a un acuerdo, éste 
producirá los mismos efectos que las resoluciones firmes y se cumplirán en la 
misma forma (art. 22 RLDC). Es por esto que los trámites conciliatorios son de 
relevante utilidad al brindar economía procesal y económica para las partes. 
 
En caso de no llegar a un acuerdo en el trámite conciliatorio o cuando el 
demandado opte sólo por contestar la demanda o denuncia, el funcionario de la 
DDC procederá a abrir a pruebas el caso, notificando a las partes en un plazo 
de 24 horas (art. 23 RLDC), las cuales tendrán un plazo de 8 días hábiles a 
partir de la notificación  para presentarlas. 
 
Habiendo concluido el término para aportar pruebas ¨La DDC resolverá lo que 
en derecho corresponda dentro del plazo de 3 días hábiles, notificando a las 
partes de su resolución¨ (art. 25 RLDC).   
 
En lo que se refiere al arbitraje, método de resolución de conflictos, la LDC deja 
abierta la posibilidad de que las partes recurran a este método, sin embargo, al 
recurrir a éste se debe tener en consideración la cuantía del bien objeto del 
reclamo, es decir, que el arbitraje no resulte más costoso, en términos 
económicos, que el bien (Orúe, 2003),   
 
  
 
 
 
3.2.2 Recursos administrativos 
 
Según Fernández, citado por Arríen Somarriba (2009, p. 56) define a los 
recursos administrativos como ¨actos del administrado mediante los que éste 
pide a la propia Administración la revocación o reforma de un acto suyo o de 
una disposición de carácter general de rango inferior a la ley en base a un título 
jurídico específico¨.  
 
Los recursos administrativos pertenecen a la segunda instancia dentro de la vía 
administrativa dispuestos a  favor de las partes que se consideren afectados 
por los actos de la DDC. La LDC solamente establece el recurso de apelación.  
 
Por su parte la LDC establece que el recurso de apelación se interpone ante el 
Ministro de Fomento Industria y Comercio, en un plazo de dos días hábiles a 
partir de la notificación, quien tendrá el plazo de 3 días hábiles para fallar (art. 
34 inc. f LDC). Una vez remitido el expediente al Despacho del Ministro o 
Asesoría Legal del MIFIC, se elabora una resolución ya sea confirmando la 
resolución emitida por la DDC o revocando la misma.  Esta resolución agota la 
vía administrativa según el art. 25 RLDC.  
 
3.3 Vía jurisdiccional 
 
En aras de tutelar los derechos de los consumidores el ordenamiento jurídico 
nicaragüense ha puesto a la disposición de los consumidores una serie de 
instancias que permiten el reconocimiento y efectiva tutela de los derechos de 
los mismos. 
 
En lo que respecta al ámbito judicial, tanto el consumidor como el proveedor 
disponen de las vías judiciales para realizar sus pretensiones, por lo cual una 
vez agotada la vía administrativa, el agraviado podrá hacer uso del Recurso de 
Amparo o bien, de la vía de lo Contencioso-Administrativo.A su vez puede 
recurrir ante la vía civil o penal, cuando procedan, sin ser necesario el 
agotamiento de la vía en estos últimos.  
  
 
 
 
En este sentido el artículo 66 inc. c) del RLDC, establece que los consumidores 
que consideren que han sido lesionados en sus derechos, y que no hayan 
recibido una respuesta satisfactoria de parte de su proveedor, podrán hacer 
valer los mismos ante los tribunales comunes, sin perjuicio de la instancia 
administrativa ante la DDC.  
 
Es decir, que la vía administrativa no es excluyente de la vía judicial, lo cual 
otorga mayor protección a los consumidores, en comparación con otros 
ordenamientos jurídicos, tal es el caso de Honduras, cuya  Ley de protección al 
consumidor y Reglamento no contempla los mecanismos de acceso a la vía 
jurisdiccional (Consejo Centroamericano de Protección al Consumidor, 2009).   
 
 En el caso de Costa Rica, la Ley No. 7472, Ley de la promoción de la 
competencia y defensa efectiva del consumidor, publicada en la Gaceta No. 14 
del 19 de enero de 1995,establece que  ¨Para hacer valer sus derechos, el 
consumidor puede acudir a la vía administrativa o a la judicial, sin que estas se 
excluyan entre sí, excepto si se opta por la vía judicial¨ (art. 46), utilizando para 
ello un proceso sumario del consumidor establecido en el Código Civil de Costa 
Rica (art. 46  2º párrafo ley No 7472).  
 
Así, de acuerdo con el art. 125 RLDC: ¨Agotada la vía administrativa, el 
agraviado podrá hacer uso del Recurso de Amparo mientras no esté vigente la 
ley de Procedimiento de lo Contencioso Administrativo¨. 
 
Actualmente la Ley No. 350, Ley de Regulación de la Jurisdicción de los 
Contencioso Administrativo, publicada en la Gaceta "Diario Oficial número 140 
y 141, del 25 y 26 de julio de 2010( en adelante Ley No. 350 ha entrado en 
vigencia, sin embargo esto no significa que los consumidores no pueden hacer 
uso del recurso de Amparo, puesto que éste es un recurso establecido  
constitucionalmente (art. 45, 164 numeral 3 y 188 Cn), en este sentido la Ley 
No. 350 en el art.22 expresa la reserva de acciones, por lo que el consumidor 
podrá recurrir de amparo y en caso que el mismo sea declarado inadmisible 
podrá activar la vía de lo contencioso administrativo. También, en los Vistos 
  
 
 
resulta II, de la Sentencia No. 6. Corte suprema de justicia, Sala de lo 
contencioso administrativo del veintidós de agosto del año dos mil siete de las 
doce y treinta minutos de la tarde, la Corte ha señalado que al hacer uso de la 
vía de lo contencioso administrativo, el recurrente deberá hacer la salvedad de 
que se reserva el derecho de recurrir de Amparo.  
 
Cabe destacar que para interponer el recurso de Amparo y ejercer la acción en 
la vía Contencioso-Administrativo es necesario agotar previamente la vía 
administrativa (art.27 nº 6 Ley de Amparo y art. 46 de la Ley de Regulación de 
la Jurisdicción de lo Contencioso– Administrativo, respectivamente);  no así en 
las vías de lo penal y civil, en las cuales se puede recurrir sin agotar 
previamente la vía administrativa u otras vías. 
 
3.3.1 Recurso de Amparo 
 
El recurso de Amparo, está regulado  por la Ley No. 49,Ley de Amparo, 
publicada en la Gaceta, Diario Oficial número 241, del 21 de Noviembre de 
1988 (en adelante Ley No. 49), el cual constituye un medio de impugnación 
extraordinario y subsidiario.  
 
Mediante este recurso se pretende junto con el recurso de inconstitucionalidad 
y de exhibición personal, restablecer la supremacía constitucional mediante el 
control de las actuaciones de los funcionarios públicos, de acuerdo con García 
Vílchez (2007). 
 
El recurso de Amparo se debe interponer una vez agotados  los recursos 
ordinarios establecidos por la ley, o no haberse dictado resolución en la última 
instancia dentro del término que la ley respectiva señala (art. 27 n° 6 Ley No. 
49). Es decir, una vez agotada la vía pertinente.  
 
Este recurso procede cuando una persona considere que se le han violentado 
o estén en peligro de violentársele sus derechos  y garantías consagrados en la 
Constitución, (art. 23 de la ley) y procede en contra de toda disposición, acto o 
resolución y en general, contra toda acción u omisión de cualquier funcionario, 
  
 
 
autoridad o agente de los mismos que viole o trate de violar los derechos y 
garantías consagrados en la Constitución Política (art. 3 ley No. 49), en el caso 
del derecho a la garantía legal sobre los bienes duraderos de consumo, el 
consumidor recurrirá de amparo de la resolución que emita el Ministro de 
Fomento, Industria y Comercio resolviendo el recurso de Apelación. 
 
En este sentido, en casos suscitados ante la DDC, una vez agotada la vía 
administrativa, se recurre de Amparo por la parte (proveedor, consumidor o 
ambos) que considera que se le han violentado o están en peligro de 
violentársele los derechos y garantías constitucionales por parte de 
funcionarios de la Administración Pública mediante resoluciones o cualquier 
acción en general. En este caso, el consumidor, al  recurrir por esta vía no 
reclama en consideración de sus derechos a la reparación del bien en contra 
del proveedor, sino que como se expresó anteriormente, se recurre en contra 
de la actuación de la administración en cuanto a violación de sus derechos 
constitucionales.  
 
El recurso en referencia sólo podrá ser interpuesto por la parte agraviada  en 
un plazo de 30 días a partir de la fecha de notificación del acto violatorio, ante 
el Tribunal de Apelaciones respectivo o ante la Sala para lo Civil de los 
mismos, en donde estuviere divididos en Salas, correspondiéndole a la Corte 
Suprema de Justicia el conocimiento ulterior hasta la resolución definitiva (arts. 
23, 25 y 26  de la Ley  No. 49).  
 
El procedimiento para la sustanciación del recurso de amparo estará sujeto a lo 
dispuesto en la Ley No. 49.  
 
3.3.2 Vía de lo Contencioso–Administrativo 
 
La vía de lo Contencioso- Administrativo está regulada por la LeyNo. 350, la 
cual es definida por Arríen Somarriba (2009, p. 85) como el "...un conjunto de 
órganos judiciales que tienen una atribución de conocer y resolver los conflictos 
jurídicos que se susciten entre las entidades de la Administración pública y 
entre esta y los administrados¨.  
  
 
 
 
En la jurisdicción de lo contencioso- administrativo se conocerá de las 
pretensiones que los interesados presenten en la correspondiente demanda en 
contra de los actos, resoluciones, disposiciones generales, omisiones, 
situaciones y simples vías de hecho de la Administración Pública (art. 14 Ley 
No. 350), es decir, se recurre en contra del proceder  de la Administración 
Pública, regulando así la legalidad de los actos administrativos.  
 
Según el art. 14 in fine de la Ley n° 350 ¨el examen de la legalidad de los actos 
y disposiciones generales de la Administración Pública comprenderá cualquier 
infracción del ordenamiento jurídico y de los principios generales del Derecho, 
incluso la falta de competencia, el quebrantamiento de las formalidades 
esenciales y la desviación de poder¨. 
 
El art. 35 de la ley 350 establece que: 
 
La acción de lo contencioso - administrativo será admisible contra todos 
los actos, resoluciones, disposiciones generales, omisiones o simples 
vías de hecho de la Administración Pública que no fueran susceptibles 
de ulterior recurso en la vía administrativa, cuando decidan directa o 
indirectamente el fondo del asunto, de forma tal que pusieran término a 
la vía administrativa o hicieran imposible continuar con su tramitación. 
 
En este sentido, se puede recurrir contra resoluciones expresas  y en caso de 
omisión o silencio administrativo en cuanto a atribuciones u obligaciones 
administrativas (art. 47 y 48 ley No. 350). 
 
Cabe señalar que en cuanto a la representación de las partes, la Ley No. 350 
señala en el artículo 33 segundo párrafo, que éstas pueden invocar la falta de 
recursos económicos dentro del plazo hábil para el ejercicio de la acción, en 
virtud de lo cual, la Sala asignará un defensor de oficio.   
 
  
 
 
De lo expresado se desprende que a través de dicha vía se amplía el ámbito de 
protección de los derechos de los consumidores, ya que salvaguarda sus 
derechos de los actos emitidos por sujetos de la administración pública.    
 
3.3.2.1 Desarrollo del proceso 
 
Presentación de la demanda. El Procedimiento inicia con la interposición de 
la demanda por parte interesada en el proceso, ante la Sala de lo Contencioso 
Administrativo de la CSJ (Corte Suprema de Justicia), en un plazo de 60 días 
una vez emitida la resolución expresa que agota la vía administrativa (art. 47 
Ley No. 350), es decir,  de la resolución del recurso de apelación emitido por el 
Ministro de Industria y Fomento, contado a partir de la notificación. A la 
demanda se deberán anexar el documento que contenga el acto administrativo, 
disposición o resolución impugnada, entre otros documentos.  
 
Subsanar defectos. El actor o demandante deberá subsanar los defectos de la 
demanda en un plazo de 10 días,  en caso de no haber cumplido con los 
requisitos establecidos en los artículos 50 y 51 Ley No. 350. En caso contrario 
se ordena tenerla como no presentada y archivar las diligencias, salvo que 
exista interés por la protección de los intereses públicos (art. 52 ley 350). 
 
Mediación previa entre las partes. Posterior a la admisión de la demanda y 
previo al emplazamiento a la Administración Pública, la Sala de lo Contencioso- 
Administrativo de la Corte Suprema de Justicia como único órgano encargado 
de conocer y resolver las demandas Contencioso-Administrativo, citará a las 
partes a un trámite de Mediación dentro de tercero día (art. 55 ley 350).   
 
De haber acuerdo entre las partes se levantará un acta judicial, la cual 
presentará mérito ejecutivo teniendo carácter de cosa juzgada de conformidad 
con el art. 94 (LOPJ), Ley Nº 260 ¨Ley Orgánica del Poder Judicial, publicada 
en la Gaceta Nº  137 del 23 de julio de 1998. 
 
Si no hay acuerdo, se continúa con el proceso emplazándose a la Procuraduría 
General de la República, la cual es la encargada de representar a la 
  
 
 
Administración Pública, para que se apersone en un término de seis días (art. 
56 ley 350), en caso contrario se continúa con el proceso (art. 57 ley 350).  
 
Traslado de 20 días para la contestación de la demanda a la parte 
demandada, si el demandado no contesta la demanda se tiene por contestada 
negativamente (art. 69). En el escrito de contestación  se deberá consignar la 
lista de pruebas a presentar en la vista general del juicio, para lo cual deberá 
cumplir con los requisitos señalados en los arts. 69 y 70 Ley No. 350. 
 
Valoración y admisibilidad de las pruebas.  Una vez vencido el término para 
contestar la demanda la Sala de lo Contencioso- Administrativo  se pronuncia 
sobre la procedencia de las pruebas, manda a poner a disposición de las 
partes los documentos aportados y señala fecha para la vista general del juicio 
(art. 77 Ley No.  350).  
 
Celebración de la Vista General del Juicio, una vez vencido el plazo para 
contestar la demanda, en un plazo no menor de 10 días ni mayor de 20, se 
incorporan las pruebas admitidas, se realizan los alegatos de conclusión. Una 
vez terminada la vista general y en el mismo acto se señalará fecha y hora para 
una audiencia oral y pública en un plazo no mayor de 15 días, con el objeto de 
leer la sentencia (arts. 77, 81, 82, 83, 84 y 86 Ley No.350). 
 
Sentencia. Ésta puede ser desestimatoria, cuando considere la Sala que el 
acto impugnado está ajustado a derecho (art. 93 ley 350) o estimatoria cuando 
declaren con lugar  la demanda (art. 94 ley 350). El único recurso que cabe 
sobre ésta es el de Aclaración sobre puntos que se consideren oscuros o 
dudosos y sobre las costas, este deberá interponerse en un plazo de 3 días a 
partir de la fecha de la notificación ante la Sala de lo Contencioso 
Administrativo (art. 95 Ley No. 350).   
 
3.3.3 Vía civil 
 
Tal como se dejó señalado en el capítulo anterior, en caso de haber daños y 
perjuicios derivados de la responsabilidad contractual del proveedor ante la 
  
 
 
existencia de un defecto del bien vendido; el consumidor tiene el derecho a que 
se le indemnice por los daños y perjuicios ocasionados en virtud del uso, falta 
del uso o mal funcionamiento del bien.  
 
Esto según el artículo 66 inc. c) del RLDC, el cual establece que los 
consumidores que consideren que han sido lesionados en sus derechos, y que 
no hayan recibido una respuesta satisfactoria de parte de su proveedor, podrán 
hacer valer los mismos ante los tribunales comunes, sin perjuicio de la 
instancia administrativa ante la DDC. En cuyo caso, se reclamará ante la 
jurisdicción civil para realizar hacer las peticiones pertinentes.  
 
En este caso, la reclamación de los daños y perjuicios puede darse de dos 
maneras: demanda de prestaciones como pretensión principal y como 
pretensión accesoria, es decir, unida a una pretensión principal (Ortiz Urbina, 
2004), todo de conformidad al procedimiento establecido en el Código Procesal 
Civil de Nicaragua (Pr).  
 
En estos casos se pueden demandar en virtud de la responsabilidad 
contractual, la cual tiene su fundamento en un contrato,  cuyo incumplimiento o 
cumplimiento defectuoso da lugar a los daños y perjuicios causados. 
 
3.3.3.1 Procedimiento 
 
El procedimiento civil se inicia con la interposición de la demanda conforme a lo 
establecido en el Pr.  Ésta se interpondrá ante el juez competente en razón de 
la materia, del territorio y de la cuantía.  
 
En razón de la cuantía se interpondrá la demanda ante un juez de distrito si la 
cantidad del objeto del litigio fuese mayor de cien mil córdobas (C$100,000.00). 
 
Cabe señalar que en el caso de reclamarse los daños y perjuicios junto con el 
principal, se tendrá que especificar el valor de lo principal y de los daños y 
perjuicios para que se tenga por líquida la cuantía, de lo contrario no se tomará 
en cuenta más que el valor de lo principal y no se entenderán los daños y 
  
 
 
perjuicios, en otras palabras, el juez va a resolver sólo respecto al valor de lo 
principal y no determinará la cantidad correspondiente a los daños y perjuicios; 
por lo cual se hace necesario detallar el monto que se considera que 
corresponde para indemnizar por los daños y perjuicios ocasionados.  
 
En razón del territorio en caso de demandar a una persona jurídica, (el cual es 
el caso del proveedor), el juez competente es el del domicilio del demandado 
(art. 290 Pr). A este fin se considera domicilio donde tenga lugar la corporación. 
En caso de que la persona jurídica tuviera varios establecimientos comerciales, 
se considerará el domicilio el lugar en que se celebró el contrato (art. 298 Pr).  
 
A este fin se deberá cumplir con todos los requisitos establecidos en el Código 
de Procedimiento Civil (art. 1021 Pr).  
 
En cuanto al resto del procedimiento, se estará a lo dispuesto en el Pr, el cual 
incluye contestación de la demanda (1041, 1042 Pr);  prueba (1079,1090, 1086 
Pr);  sentencia (425 Pr);   los recursos horizontales de aclaración, agregación o 
rectificación (art. 451 y 452 Pr), reposición o reforma (449 Pr) y los recursos 
verticales de apelación de todas las sentencias definitivas (art. 458, 459, 469 
Pr). Sin embargo, no habrá recurso apelación de conformidad al artículo 497 
numeral 2 Pr, cuando entre las partes haya pacto de no apelar. 
 
También, se dispone del recurso  de casación y procede en los casos 
establecidos en dicho Código (art. 502 y 2101 Pr). Con este recurso se agota la 
vía ordinaria Civil, puesto que contra la sentencia que dicte no caben más 
recursos (art. 249, 508 Pr).  
 
3.3.4 Vía penal 
 
En la vía penal se pretende sancionar los delitos a través de una sentencia 
justa dentro de los parámetros de la Cn y las leyes, cuyo fin es hacer posible la 
condena del culpable del delito cometido, a través de las penas establecidas en 
la norma. 
 
  
 
 
En este sentido, la LDC establece que las infracciones en materia de consumo 
serán objeto de las sanciones administrativas correspondientes, sin perjuicio de 
las responsabilidades civiles y penales. Por su parte, el Capítulo  XIII del 
Código Penal se dedica a los delitos relativos a los consumidores y constituye 
un elemento más de protección de los consumidores dentro del Ordenamiento 
Jurídico.  
 
Frente a otras medidas de tutela de los derechos de los consumidores, la 
protección penal de los mismos  se hace más necesaria cuando de manera 
reiterada se dan conductas lesivas para la salud pública o los intereses 
económicos de los consumidores y éstas permanecen impunes. 
 
Para transmitir la sensación de seguridad de los consumidores, donde más allá 
de la reparación individual de los daños, si es que se logra alcanzar, es 
necesaria  la existencia de un control penal anticipado que tenga objetivo evitar 
la comisión de delito cuyos perjuicios masivos resulten de difícil reparación, lo 
cual  aportan un extra de seguridad a las situaciones descritas.  
 
 
3.3.4.1 Procedimiento Penal 
 
Así, los delitos que perjudican al consumidor, ya sea en carácter general o 
individual, tienen que ser denunciados por las personas que se consideren 
agraviadas y llevados mediante un procedimiento penal. El  art. 1 Pn establece 
que nadie podrá ser condenado a una pena sino mediante sentencia firme, 
dictada por un tribunal competente, en un proceso conforme a los derechos y 
garantías consagrados en la Constitución Política y a las disposiciones del 
Código Penal.  
 
El procedimiento penal inicia con la denuncia por cualquier persona o de oficio 
por el Ministerio Público, en los casos de delitos de acción pública o por 
instancia de parte cuando la persona se sienta agraviada (art.  51 numeral 3 y 4 
Pn).  
 
  
 
 
En el caso de los delitos que afectan a los consumidores proceden todas estas 
formas de denuncia, ya que son delitos de acción pública según el art. 51 y 53 
CPP.  
 
En tales circunstancias, se procede a denunciar al infractor, por la comisión de 
un delito. Dicha denuncia podrá ser verbal o escrita ante la Policía Nacional, en 
adelante  (PN) o ante el Ministerio Publico (MP), de conformidad con el artículo 
222 del CPP.  
 
 El resto del procedimiento está regulado por el CPP, en el cual, una vez 
dictada la sentencia por el juez, todas las partes del proceso tienen derecho a 
impugnar las resoluciones de los órganos judiciales que les causen agravio (art 
17 CPP), mediante los recursos establecidos. El requisito primordial para 
acreditar este tipo de derechos, es la demostración efectiva por parte del 
impugnante interesado, del perjuicio sufrido con la decisión objetiva de su 
inconformidad. 
 
Cabe señalar que en los casos de interponer recurso de apelación, éste cabe 
contra todas las sentencias dictadas en primera instancia por los jueces locales 
y de distrito. La parte afectada o agraviada debe interponer el recurso de 
apelación en base a los artículos 280 y 281 CPP.  
 
En el caso de los delitos que afectan al consumidor, por ser delitos menos 
graves, una vez recurrido de apelación  no cabe ulterior recurso, de acuerdo a  
lo establecido en el art. 385 in fine CPP.  
 
Es así que en el ámbito penal caben acciones producto de conductas dolosas 
para el caso de los delitos contra la libre competencia y de los consumidores y 
culposas de acuerdo a lo establecido en el segundo párrafo del Art. 2 del 
Código Penal. 
 
 
 
 
  
 
 
3.3.5 Medios Probatorios en las vías Administrativas, Civil y Penal 
 
En cuanto a la obligación de producir pruebas, en la vía administrativa ésta 
corresponde al proveedor (art. 24 inc. d LDC), con el fin de brindar mayor 
protección al consumidor como parte débil de la relación contractual. 
 
Sin embargo, en los casos civiles, la obligación de producir prueba corresponde 
al actor (art. 1079 Pr), es decir, al consumidor, como parte que inicia el 
proceso, debido a la igualdad entre las partes, principio en que se basa la 
legislación común. De igual manera se establece en la legislación penal. 
 
En cuanto a los medios de prueba permitidos según el Pr, éstos  son los 
establecidos en el artículo 1117 del mismo: cosa juzgada, los documentos, la 
confesión, la inspección del juez, los dictámenes de peritos, la deposición de 
los testigos y las presunciones e indicios.  
 
Cabe señalar que las ¨Resoluciones de la DDC, debidamente certificada, 
tendrán carácter de presunción en la vía judicial¨ (art. 122 RLDC).  
 
En cuanto a los medios probatorios permitidos en la vía Administrativa, la LDC 
y el RLDC no se pronuncian sobre éstos, simplemente mencionan que  se abre 
un período probatorio (art. 34inc. f. LDC y art. 24 RLDC), siendo que el Pr es 
supletorio de la LDC y su Reglamento, el funcionario de la DDC encargado de 
resolver puede recibir las pruebas obtenidas de forma lícita, que considere 
pertinentes.  
 
La vía penal, al igual que la civil y la administrativa, se rige por el principio de  
libertad probatoria, cualquier hecho de interés para el objeto del proceso puede 
ser probado por cualquier medio de prueba lícito.  
 
Los medios de prueba establecidos en el CPP son la prueba testimonial, el 
peritaje, los intérpretes, la prueba documental, y las piezas de convicción. 
También se incluyen como otros medios probatorios la información financiera, 
información de Contraloría, intervenciones telefónicas, interceptación de 
  
 
 
comunicaciones escritas, telegráficas y electrónicas, orden de secuestro, 
identificación de objetos secuestrados u ocupados, allanamiento y registro de 
morada yexhumación de cadáveres, éstos a su vez constituyen actos de 
investigación correspondientes  únicamente a la Policía Nacional (PN) o 
proceden a solicitud de la misma entidad, o del Fiscal General.  
 
Cabe señalar si bien las normas de consumo permiten al consumidor optar por 
la  vía de los tribunales, los medios jurídicos indemnizatorios,sobretodo en  la 
vía civil, son escasamente utilizados en la mayoría de las situaciones debido a 
la poca agilización del proceso y a los altos costos económicos que ello 
representa.  
 
3.3.6 Ámbito Internacional 
 
La protección de los derechos de las personas supera las fronteras, todo esto 
en aras de brindar mecanismos que garanticen el respeto de los derechos 
fundamentales, en este sentido existen instituciones internacionales 
encargadas de la protección de los derechos no sólo de Estados frente a otros 
Estados, sino también de los derechos de los ciudadanos cuando éstos se 
conozcan violados por un Estado.  
 
En este sentido, mencionamos algunas como la ONU (Organización de las 
Naciones Unidas) a nivel universal, de la cual Nicaragua es miembro. A nivel 
regional la OEA (Organización de Estados Americanos), el Sistema de 
Integración Centroamericana (SICA), entre otros.  
 
Del SICA cabe destacar entre sus Órganos, al Consejo Centroamericano de 
Protección al Consumidor (CONCADECO) como instancia regional en el tema 
de tutelar los derechos consumidores, el cual fue reconocido por los 
presidentes centroamericanos como un organismo del SICA, durante la XXX 
Reunión Ordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno de los países del SICA, 
celebrada en Belice en el 2007. (Consejo Centroamericano de Protección al 
Consumidor  (2009).  Sin embargo, actualmente no ha tenido aplicación puesto 
que aun se trabaja en los aspectos normativos.  
  
 
 
 
Al lado de estas Organizaciones Internacionales, existen también órganos de 
las mismas encargados de ciertas funciones específicas, entre las que 
destacamos la protección de los derechos humanos. 
 
Así, de acuerdo con Valle González (2004), en  cuanto a los órganos de la 
OEA, destacamos la Comisión Interamericana  de Derechos Humanos, ¨que 
promueve la observancia y la defensa de los derechos humanos, la que está 
regulada por la Convención Americana de Derechos Humanos de 1969¨ (Valle 
González, 2004, p. 264).  
 
Ahora bien, existe una responsabilidad de  los Estados de respetar los 
derechos fundamentales  de las personas. Según Marvis Jirón (2007), dentro 
de estos derechos se encuentra el derecho a las garantías judiciales, el 
derecho a ser oído en tribunal imparcial y el derecho de igualdad ante la ley.  
 
Por lo tanto, una vez agotada la vía judicial interna, es posible proceder a 
reclamar en la vía internacional ante los organismos internacionales de 
protección a los derechos humanos y de las garantías procesales de los 
individuos.  
 
En el ámbito de los derechos de los consumidores, es importante recalcar que 
los mismos podrán activar cualquier de los mecanismos contemplados en el 
ámbito internacional por negación del derecho de acceso a la justicia, el cual 
comprende el ámbito administrativo y jurisdiccional.  
 
En cuanto a esto, cabe señalar, que debido a los costos que implican dichas 
vías los consumidores deberán  antes de interponer la demanda respectiva 
ante un organismo internacional, es necesario considerar beneficios o 
perjuicios que puede sufrir la parte afectada, si acude a este ámbito, es decir 
que los costos del proceso no sean superiores a los del bien que le ha causado 
afectación. 
 
 
  
 
 
CONCLUSIONES 
 
 
Los derechos de los consumidores se encuentran debidamente regulados en el 
ordenamiento jurídico nicaragüense, proporcionando a su vez el marco 
institucional, es decir las instancias necesarias para que éste haga valer sus 
derechos. 
 
El régimen de garantías sobre bienes duraderos de consumo, comprende la 
garantía legal y comercial, sin embargo únicamente la primera se encuentra 
regulada en el ordenamiento jurídico nicaragüense, omitiéndose la garantía 
comercial. 
 
La no regulación de la garantía comercial no implica desprotección al 
consumidor, ya que la misma es producto de la autonomía de la voluntad de las 
partes y su objetivo es mejorar las condiciones establecidas en la ley en cuanto 
a la garantía legal.  
 
La garantía como medio para asegurar el buen funcionamiento de los bienes, 
es implícita, es decir, es una condición obligatoria, en otras palabras,se 
entiende  incluida o  afirmada  tácitamente por  el proveedor de bienes la 
condición de eficiencia de los bienes que oferte en el mercado. 
 
La garantía legal sobre los bienes duraderos de consumo constituye un medio 
de tutela de los derechos de los consumidores, al encontrarse el mismo en una 
situación de desventaja frente al proveedor o empresarios. 
 
El ordenamiento jurídico nicaragüense ha dotado de las instancias necesarias 
para que el consumidor pueda hacer valer sus derechos lo cual implica la vía 
administrativa y jurisdiccional, estableciendo adicionalmente la obligación de 
los proveedores de dar respuesta a los reclamos de los mismos.  
 
El certificado de la garantía sobre bienes duraderos de consumo cumple una 
función meramente probatoria,ya que el derecho a la garantía legal es 
inherente al consumidor independientemente del soporte físico de la misma. 
  
 
 
 
En caso de bienes defectuosos, el proveedor además de las responsabilidades 
de índole administrativa debe responder por las civiles y penales que se 
generen por un indebido reconocimiento de la garantía legal. 
 
En virtud del derecho de acceso a la justicia, el cual comprende el ámbito 
administrativo y jurisdiccional el consumidor podrá activar las instancias 
internacionales que considere pertinente para hacer valer el derecho en 
referencia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
RECOMENDACIONES 
 
 
En lo que se refiere a la Ley de Defensa de los Consumidores es importante 
que las disposiciones relacionadas con la garantía se establezcan de forma 
ordenada, es decir, que se contemplen en un mismo capítulo, ya que 
actualmente se encuentran de forma muy dispersa. 
 
Las leyes de protección a los consumidores deberían contemplar un concepto y 
clasificación de las garantías, ya que es preciso que  la ley sea lo más clara 
posible a efectos de interpretación, por lo cual, los conceptos a la par de una 
regulación eficiente, viene a fortalecer la protección a los consumidores. 
Además es necesario dejar establecidas en la ley las diferencias entre los tipos 
de garantía, con fines de identificación de las mismas por parte del consumidor.  
 
En cuanto a los bienes objeto de la garantía, tanto la LDC, su Reglamento y el 
Dictamen de ley deberían referirse a éstos como bienes duraderos de consumo 
y no a bienes muebles, puesto los bienes inmuebles como las casas, también 
pueden ser objeto de garantía.  
 
Respecto al servicio de post venta o servicio técnico si bien en el Dictamen de 
Ley de la Asamblea Nacional en Nicaragua,  ¨Ley de protección a los derechos 
de los consumidores y usuarios” se establece un plazo de 5 años para que los 
proveedores garanticen el suministro de repuestos, sin embargo se cuenta este 
plazo a partir de la adquisición del bien, por lo que se protegería más al 
consumidor si éste plazo empezara a contarse a partir de la fecha en que el 
producto deje de fabricarse.  
 
En cuanto a las personas jurídicas, no deberían ser calificadas como 
consumidores, sino sólo en circunstancias excepcionales como el caso de las 
personas jurídicas sin fines de lucro y las micro empresas, las cuales por su 
falta de recursos tanto económicos, de conocimiento y de personal, se 
encuentran en desventaja frente al proveedor.  
 
  
 
 
Por otro lado, los proveedores deberían estar obligados mediante ley a 
implementar procedimientos ágiles y efectivos que permitan al consumidor 
interponer reclamos ante los mismos.  
 
En lo que respecta al procedimiento penal, es necesario que los funcionarios 
de la Policía Nacional y del Ministerio Público reciban capacitaciónen lo que se 
refiere a delitos contra los consumidores y los ocasionados en consecuencia 
del uso de productos en malas condiciones.  En lo que respecta a la PN, que 
ésta reciba talleres de especialización,sobre todo en el área de capacitación a 
peritos encuanto a evaluación de productos defectuosos, ya que el actuar 
doloso o negligente de los proveedores puede causar graves afectaciones a los 
consumidores, por lo que al lado de generar responsabilidad penal al 
proveedor, ésta debe ser efectivamente sancionada.  
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Usuarios  no satisfechos con 
la resolución del proveedor 
Procedimiento de reclamo ante 
la DDC 
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hábiles a partir de la 
notificación para 
presentarpruebas 
Resolución.  
La DDC tendrá 3 
días hábiles para 
resolver  
Si no hay satisfacción con la 
Resolución  
Recursos 
Administrativos 
  
 
 
Anexo Nº 4  
 
RESOLUCION ADMINISTRATIVA. 
 
MINISTERIO DE FOMENTO, INDUSTRIA Y COMERCIO (MIFIC). DIRECCIÓN 
DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR. Managua, tres de noviembre del año dos 
mil nueve. Las ocho y cuarenta minutos de la mañana.  
 
VISTOS RESULTAS: 
No. Expediente:       0406- 2008.  
Forma de inicio:  Demanda. 
Fecha de Inicio:   13 marzo 2008  
Demandante: Carlos Manuel Áreas Valladares      
Demandado:  Casa Cross S.A. 
Motivo:   Mala calidad de motocicleta Kayac, KN 200 GY 
Petición:          Cambio de motocicleta o devolución del dinero pagado 
      
 
CONSIDERANDO 
 
Primero: Expresa el señor Carlos Manuel Áreas Valladares que adquirió una 
motocicleta en fecha 17 de agosto del año dos mil siete. Expone el señor 
Carlos Áreas que para la fecha de marzo del año dos mil ocho, la motocicleta 
presentó los siguientes problemas: desprendimiento de base del foco delantero 
y quebradura de la careta plástica; partición de chasis; batería y luces se han 
cambiado en tres ocasiones; partición en distintos puntos del tubo de escape, 
al caerse quemó la línea de poder del motor de arranque y también quebró la 
tapa plástica; quebradura de la tapa plástica  derecha a consecuencia de la 
rotura del tubo de escape; partición de soporte de aletas enfriadoras del 
cabezal en tres ocasiones en el mismo punto; pérdida de tapa de luz 
direccional por flojera 2 días después de un chequeo; cambio 2 veces de 
espárragos quebrados en la base del escape que sujeta a la culata como 
consecuencia de la partición del tubo; partición de un perno sujetador en la 
parrilla de carga trasera, y otros desperfectos enumerados en el escrito de 
  
 
 
presentación de demanda que rola en folios 2 y 3. Continúa explicando la parte 
demandante que no ha podido conducir con tranquilidad pues es inminente 
algún desperfecto o inconveniente incluso ocasionándole un accidente mayor al 
que ya le sucedió. Expone la parte demandante,  que en  vista de toda la 
situación expresada se vio obligado a cambiar de taller el 28 de enero 2008 con 
buen resultado. Expresa la parte demandada que adjunta un archivo 
fotográfico, copia de los chequeos realizados antes de los 7000 Kilómetros, 
copia del primer reclamo que envió en fecha 30 de enero 2008, copia de 
documentos de propaganda y copia de documentos de garantía. Expresa la 
parte demandante, que en vista de todo lo expresado, presentó demanda ante 
la Dirección De Defensa Del Consumidor en contra de la empresa CASA 
CROSS S.A., solicitando el reemplazo de la motocicleta por otra nueva o la 
devolución del dinero pagado en concepto de compra del bien objeto de la 
demanda. 
Segundo: Que la Dirección de Defensa del Consumidor,  procedió a citar a la 
empresa demandada a realizar trámite conciliatorio con la parte demandante o 
a contestar demanda presentada en su contra. Optando la empresa por 
contestar demanda, misma en la que opuso excepción de incompetencia de 
jurisdicción por razón de la materia y subsidiariamente contestó la demanda 
negando y rechazando cada uno de los puntos y afirmaciones planteadas en la 
demanda presentada por el señor Carlos Áreas. Que esta Dirección por medio 
de auto que rola en folio 80 dio no ha lugar a la excepción por incompetencia 
de jurisdicción por razón de la materia opuesta por la parte demandada, en 
vista que el ámbito de aplicación de la Ley 182 “Ley De Defensa De Los 
consumidores”, son todos aquellos actos jurídicos realizados entre dos partes 
que intervienen en una transacción en su carácter de proveedor y consumidor y 
el objeto recae sobre cualquier clase de bienes, además en el mismo auto se 
ordenó realizar inspección ocular asociada de peritos sobre la motocicleta 
objeto de la demanda. En la inspección ocular asociada de peritos,  se logró 
comprobar que la motocicleta presentaba cadena de soporte de motor 
quebrado, tapas plásticas quebradas, tijera desajustada, sin embargo, según el 
perito de la parte demandada todo se debe a negligencia y mal cuido por parte 
del demandante.  
  
 
 
Tercero: Por lo que hace a la afirmación de la parte demandada con respecto a 
que el señor Carlos Manuel Arias Valladares sometió a reparación la 
motocicleta a otro taller y que por ende violó las normas de garantía. Con 
respecto a esa afirmación es importante destacar que esta Dirección tuvo a la 
vista documentos que rolan en folios 22 y 23 en el que se especifican las 
condiciones de garantía y comprobó que la redacción del documento no 
expresa que el cambio de taller implique la pérdida de la garantía. Que esta 
Dirección De Defensa Del Consumidor ha logrado comprobar que los reclamos 
por los defectos que presentó el bien se hicieron dentro del tiempo de garantía 
y por tanto es obligación del proveedor responder y ofrecer soluciones en 
calidad de garante del buen funcionamiento del bien.   
Cuarto: Por lo que hace a la afirmación de la parte demandada en el escrito 
presentado en fecha veintitrés de enero del año dos mil nueve, en el que 
expresa que es cierto que la motocicleta tiene piezas flojas y en mal estado, 
pero que todo es debido al choque que el consumidor sufriera. Cabe señalar 
que en el escrito de presentación de demanda el consumidor no afirma que 
chocara en alguna ocasión, y por otro lado el incidente al que se hace 
referencia fue  en fecha quince de febrero del año dos mil nueve, y las ordenes 
de trabajo que rolan en folios del 14 al 21 se tratan de trabajos realizados hasta 
el diez de diciembre del año dos mil siete, lo que pone en evidencia que antes 
de que sucediera el accidente, el bien ya presentaba desperfectos.    
Quinto: Que esta Dirección De Defensa Del Consumidor procedió al análisis de 
las órdenes de trabajo que rolan en el expediente, lográndose comprobar que 
la motocicleta objeto de la presente demanda presentó problemas desde un 
inicio,  en orden de trabajo del día veinticuatro de agosto del año dos mil siete, 
se puede observar que se detallan trabajos tales como socar la direccional 
delantera y cambio de válvula de pase de combustible, cabe señalar que la 
motocicleta se adquirió el diecisiete de agosto del año dos mil siete. Que en el 
mes de septiembre del año dos mil siete, el bien objeto de la demanda, fue 
ingresado al taller en tres ocasiones, y que si bien es cierto dos eran parte del 
plan de mantenimiento preventivo, se logró comprobar que en la orden de 
trabajo del veintiséis de septiembre del año dos mil siete que rola en el folio 18, 
misma que la empresa demandada le entregó al consumidor, se detalló que la 
parrilla del tanque estaba quebrada, tapas laterales quebradas, protector de 
  
 
 
tanque quebrado, además se expresa la necesidad de ubicar el cable del 
embrague y de revisar los tornillos del protector del mofle, cabe señalar que 
esa era la tercera ocasión que el bien objeto de la demanda ingresaba al taller 
en el mismo mes de septiembre. Esta  Dirección De Defensa Del Consumidor, 
después de analizar el comportamiento del bien en un período de uso de 
menos de dos meses, ha logrado comprobar que en realidad el taller de la 
empresa demanda no ofrece un servicio eficiente, cabe señalar, que el servicio 
de garantía tiene como principal propósito otorgar seguridad al consumidor 
para que este realmente pueda utilizar y disfrutar del bien a como se establece 
en el artículo 4 de La Ley 182, “Ley De Defensa De Los Consumidores”. La 
garantía es la obligación que tiene el proveedor para asegurarle el verdadero 
disfrute del bien al consumidor, situación que no se logra cuando el bien 
presenta desperfectos que hacen imposible darle el uso para el que se le 
compró. De manera que cuando  la empresa no garantiza el buen 
funcionamiento del bien a pesar que la motocicleta sea ingresada de manera 
reincidente, resulta una causa imputable al proveedor.     
Sexto: Que la Dirección puso en conociendo de la parte demandada los folios 
50, 51 y 52, mismos en los que el señor Carlos Arias Valladares explica que el 
manual técnico y de mantenimientos se encuentra en inglés, la respecto de esa 
afirmación la parte demandada expresó que negaba e impugnaba los folios del 
50 al 54, pero no comprobó que en efecto la empresa hubiese entregado un 
manual de funcionamiento en español, y por tanto esta Dirección De Defensa 
Del Consumidor considera que el documento que rola en folios del 54 al 57 se 
encuentra en total violación a lo establecido en el artículo 82 del Reglamento a 
la Ley 182, mismo que expresa: “Se podrá rehusar el cumplimiento de la 
garantía cuando el reclamo cuando  se haga fuera de su término de duración, o 
cuando el uso del bien vendido se haya realizado en forma contraria a las 
instrucciones del producto o los manuales de instrucciones. Cuando se trate de 
productos de fabricación extranjera, dichos manuales deberán estar 
expresados en idioma español”. Del análisis del artículo se desprende que el 
proveedor no se puede rehusar al cumplimiento de la garantía cuando los 
manuales no estén expresados en idioma español. De manera que la falta de 
información clara y precisa expresada en los requisitos establecidos en la Ley 
182 podría ocasionar el mal uso del producto por causa imputable al proveedor, 
  
 
 
en este caso, se trata de un defecto en la comercialización del producto,  en 
vista que los proveedores deben cumplir con lo establecido en el artículo 13 de 
la Ley 182 en idioma español. En el sentido expresado cabe citar el artículo 78 
del Reglamento a la Ley 182: “Si dentro del período de garantía estipulado para 
equipos o productos mecánicos, eléctricos, electromecánicos, electrónicos, 
mobiliarios, vehículos de motor y otros bienes de naturaleza análoga, estos no 
funcionaran adecuadamente, o no pudiesen ser usados normalmente por 
defectos del producto o causa imputable al fabricante, importador o proveedor, 
este último estará obligado a la reparación de dichos bienes o a su 
reemplazo…”  El artículo 78  se refiere a los defectos o causas imputables al 
fabricante, importador o proveedor, se refiere a defectos originarios, es decir 
preexistentes al contrato. Se reconocen defectos de fábrica y defectos de 
comercialización, los defectos de fábrica pueden ser imperfecciones 
inadvertidas que hacen que los productos dejen de funcionar de acuerdo a su 
función deseada con relación a otras unidades idénticas  de la misma línea de 
producción. Por otro lado,  siempre que un producto es comercializado, el 
proveedor debe  informar al consumidor sobre su uso adecuado, en ausencia o 
deficiencia del deber de informar, el bien de consumo se transforma por defecto 
de comercialización, en defectuoso, no se trata de un defecto de la cosa, sino 
de insuficiencia o errónea información sobre su uso adecuado. De manera que 
si el proveedor no brinda la asistencia debida en transmitir la forma de utilizar 
correctamente el bien, es también una causa imputable al fabricante 
comprendida en el artículo 78 del Reglamento a la Ley 182, en el mismo 
sentido, es necesario destacar que el artículo 82 en su segundo párrafo 
expresa: “ De no haberse proporcionado al consumidor  las instrucciones de 
uso en idioma español, el proveedor no podrá rehusar el cumplimiento de la 
garantía ni eximirse de responsabilidad extracontractual por daños y perjuicios, 
invocando uso inadecuado del producto por parte del consumidor…”. 
Séptimo: Que esta Dirección De Defensa Del Consumidor ha logrado 
comprobar mediante órdenes de trabajo que rolan en el expediente que ha sido 
deficiente en su calidad de garante del buen funcionamiento del bien objeto de 
la demanda. Es importante destacar, que el bien objeto de la demanda no ha 
brindado la utilidad y satisfacción que el consumidor esperaba. Es obligación 
del vendedor  la entrega de la cosa en condiciones de ser útil a la realización 
  
 
 
del interés del comprador, cuando esa cosa adolece de defectos que impiden la 
satisfacción de dicho interés , nace un derecho de reclamación al adquiriente, a 
quien no se le ha informado de los vicios o defectos de la cosa. No se trata de 
que la cosa sea inútil para todo uso, sino para el que motivo su adquisición, 
debiendo entenderse que fue comprada para aplicarla al uso más conforme 
con su naturaleza y más en armonía a la actividad a que se dedica el 
adquiriente” (Guzmán García Jairo, Herrera Espinoza Jesús Jusseth, Contratos 
Civiles y Mercantiles, 1ª edición Managua 2006, p 207). Es trascendental 
aclarar que el artículo 78 establece que primeramente el proveedor está 
obligado a reparar el bien, y que si no fuese posible la reparación, el proveedor 
estará obligado a reemplazar el bien por otro igual o devolver las sumas 
pagadas, sin embargo esta Dirección considera que el bien objeto de la 
demanda presentó demasiados desperfectos en poco tiempo que hicieron 
imposible obtener del mismo el beneficio esperado por el consumidor, y que a 
para la fecha del veintiséis de septiembre la motocicleta  ya presentaba el 
protector del tanque quebrado, parrilla del tanque quebrada y  tapas laterales 
quebradas, cabes señalar que para la fecha del veintitrés de octubre del año 
dos mil siete según orden de trabajo que rola en el folio 17  la tapa protectora 
del mofle se había despegado.  Es importante recalcar que se trata de un bien 
adquirido en fecha diecisiete de agosto del año dos mil siete, todo esto indica 
que la motocicleta objeto de la demanda no tiene la calidad suficiente para 
proveer la utilidad requerida por el consumidor o adolece de defectos o vicios 
ocultos, en ese sentido el artículo 28 de la Ley 182 expresa: “El consumidor 
podrá optar por pedir la rescisión del contrato o la reducción del precio, sin 
perjuicio de la indemnización por daños y perjuicios, cuando la cosa u objeto 
del contrato tenga defectos o vicios ocultos que la hagan impropia o 
disminuyan su calidad y o posibilidad de uso, al que  normalmente se le 
destina; y que de haberlos conocido el consumidor este no los hubiere 
adquirido”. Ante tales circunstancias la DDC da ha lugar a la demanda 
presentada por Carlos Manuel Arias Valladares  en contra de CASA CROSS 
S.A., en vista de haberse comprobado que el bien objeto de la demanda 
adolece de defectos que lo hacen impropio para destinarlo al uso para el que 
se adquirió, es decir el uso más conforme con su naturaleza. Por otro lado, es 
trascendental agregar que la empresa demandada no brindó la información y 
  
 
 
manuales a los que se encuentra obligada por mandato de Ley, faltando de esa 
manera a su deber de información precisa, lo que constituye un defecto de 
comercialización del producto.     
 
POR TANTO: 
En base a las consideraciones hechas y al arto.1, 2, 3, 12 inco. d) y h), 24 
literal (d), 34 y 39 de la Ley 182 y los artos. 4,20, 24,27, 28, 66,78,  del 
Reglamento a la Ley 182, el suscrito Director de Defensa del Consumidor,  
 
RESUELVE: 
Ha lugar a la demanda presentada por el señor Carlos Manuel Arias 
Valladares, en contra de la empresa Casa Cross S.A., en vista de haberse 
comprobado que el vehículo objeto de la demanda adolece de defectos que 
hacen imposible utilizarlo y destinarlo para el uso conforme a su naturaleza, 
todo según artículo 28 de la Ley 182 “Ley De Defensa De Los Consumidores. 
Por otro lado la empresa Casa Cross S.A. infringió el deber de entregar un 
manual en español, violentando de esa manera lo contenido en el artículo 82 
del Reglamento a la Ley 182.   
Ordénese a la empresa Casa Cross S.A, la devolución de la suma de un mil 
trescientos cincuenta dólares  (US $ 1,350)  americanos al señor Carlos 
Manuel Arias Valladares, que este pago en concepto de compra por 
motocicleta Kayak KN 200 GY  de conformidad con el artículo 28 de la ley 182. 
Adviértase a la empresa Casa Cross S.A que en caso de reincidencia o 
desobediencia de las Resoluciones de la Dirección de Defensa del Consumidor 
se le aplicarán las sanciones más drásticas que contempla la Ley 182 y su 
Reglamento. 
Señálese un plazo de quince días hábiles a partir del día siguiente de la 
notificación para que la empresa Casa Cross S.A haga efectiva la presente 
resolución y las sanciones impuestas. 
Recuérdeseles a las partes el derecho que les asiste de apelar de la presente 
resolución en el término establecido en la Ley 182 y su Reglamento. 
Notifíquese. 
 
Anexo número 5  
  
 
 
 
 
 
TRÁMITE CONCILIATORIO 
Año 2010 2011 
Casos 
ingresados 
54 40 
Casos resueltos 
Mediante 
conciliación  
7 5 
 
Tabla Número 1. (Datos aportados por la Dirección de Defensa del 
Consumidor). 
 
 
 
